
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

CUÉTARA MARTÍNEZ, Juan Miguel DE LA,
La actividad de la Administración
(Lecciones de Derecho Administra-
tivo). Prólogo de G. ARIÑO ORTIZ.
Ed. Tecnos, Madrid, 1983, 605 pp.

Siempre es motivo de satisfacción
el nacimiento de una nueva obra de
Derecho Administrativo que, por lo
demás, ha venido a enriquecer la bi-
bliografía existente de modo sustan-
cial y a colmar un vacío que exigía
ser atendido con el rigor que merece
el caso. Desde su mismo título, La
actividad de la Administración, el li-
bro nos pone en contacto con una
Administración en marcha, dinámica,
conformadora de actitudes y volun-
tades en un permanente y difícil equi-
librio con la libertad e iniciativa de
los particulares. Se trata, pues, de un
compendio de la actividad adminis-
trativa y sus títulos habilitantes, en
el que se parte de un estudio inicial
de las posiciones jurídicas que el par-
ticular puede ostentar frente al Po-
der Público y que, aun siendo de dis-
tinta modulación, se constituyen en
valladar que la Administración debe-
rá no sólo respetar, sino garantizar.

En un somero análisis descriptivo
de la obra, cabe destacar su carácter
equilibrado, compensado, tratándose
todos los temas con la misma exten-
sión, sin desmerecer unos ni primar
otros. Por supuesto, el autor no ago-
ta en cada caso su objeto de análisis,
aunque no faltan en el texto puntos
de referencia para que el lector —es-
tudiante, funcionario o simplemente

interesado— pueda satisfacer su cu-
riosidad: una información bibliográ-
fica a tres niveles (citada en el texto,
general y especializada) y una sección
novedosa en nuestra literatura, las
lecturas recomendadas, en donde la
teoría y la doctrina de la parte sus-
tancial son objeto de reflexión al hilo
de informes técnicos y sentencias de
las distintas instancias judiciales y
Tribunal Constitucional.

Para finalizar con las impresiones
iniciales, quisiera llamar la atención
sobre dos elementos concretos. El
primero, la funcionalidad pedagógico-
informativa de este nuevo volumen
de la prestigiosa colección de Tecnos
«Biblioteca Universitaria», en el que
el uso de las distintas técnicas tipo-
gráficas, la distribución de textos o
la reducción de las referencias de
autores al límite justo de la curiosi-
dad científica acercan indudablemen-
te al lector al libro y a su mensaje.
El segundo, el prólogo, firmado por
ARIÑO ORTIZ, que es algo más que
una presentación protocolaria del au-
tor. Escrito en el incisivo estilo que
le caracteriza, el prologuista nos in-
troduce desde una óptica liberal en
la actividad administrativa sobre los
bienes que tantas resonancias y pa-
siones está despertando actualmente.
Este prólogo, casi un artículo, nos
sirve para pasar revista, al hilo de
acontecimientos y preocupaciones
muy actuales, a cuestiones esenciales
de la dinámica social y contemporá-
nea, como son las relativas a las ex-
propiaciones, nacionalizaciones o es-
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tatalizaciones que hoy gravitan sobre
nosotros.

Consta el libro de cuatro partes
perfectamente diferenciadas, la pri-
mera de las cuales sirve para situar
al lector en el eje de la cuestión: la
actividad administrativa en relación
con los títulos de Derecho Público
que la justifican. El dato fáctico de
la Administración actuante es eviden-
te en sí mismo; por ello es más inte-
resante conocer los títulos de potes-
tad que habilitan al poder público
para actuar y, sobre todo, las posi-
ciones jurídicas que puede ostentar
el particular frente a aquélla.

Delimitada así la cuestión, sus dos
elementos dialécticos se pueden en-
contrar en una múltiple relación ju-
rídica que, de mayor a menor abs-
tracción, es la representada por los
binomios Poder/Deber, Potestad/Su-
jeción y Derecho/Obligación. En esta
escala, la Administración, tendencial-
mente prepotente, no ostenta una po-
sición de supremacía innata, un ius
eminens extensible a todos los ámbi-
tos. La razón estriba en que el Es-
tado de Derecho impone un límite
constitucional que debe ser salva-
guardado de la vis expansiva del Po-
der Público y que está integrado por
—en palabras del autor— «derechos
ilegislables, que se transforman así
en principios generales, y adquieren
la funcionalidad operativa de dere-
chos públicos subjetivos».

El reconocimiento de una genérica
posición de superioridad a la Admi-
nistración no es, por otra parte, com-
patible con nuestro Derecho positivo,
lo que se comprueba desde el mismo
artículo 1 de la Constitución. De ahí
que se reclame mayor sensibilidad
administrativa y doctrinal hacia una
relación hasta ahora incontrovertida
o sos layada. En efecto, imperium,
soberanía son términos que tradicio-
nalmente han pretendido acotar un
círculo perfecto, obviando al particu-
lar, que muchos gustan de presentar
no como tal, sino como «administra-

do». Como bien aclara el profesor
DE LA CUÉTARA, el problema deriva de
la confusión terminológica entre Es-
tado y Administración, a partir de la
cual se atribuye a ésta cualidades de
aquél. En su libro, las Administracio-
nes Públicas quedan circunscritas a
los estrictos límites de sus potesta-
des, sin que en ningún momento pue-
dan situarse al mismo nivel del Es-
tado. Esta reformulación de las rela-
ciones poder/individuo trastoca por
sí misma el orden o prioridad de las
presunciones que operan en dicha
dialéctica. De esta manera, el princi-
pio pro imperii pierde su originario
carácter expansivo en favor del pro
libértate. La libertad, ahora, presen-
ta carta de generalidad y la sujeción
interpretación restrictiva.

La actividad administrativa admite
una dual clasificación, según incida
sobre la libertad o la propiedad. En
el primer grupo, los servicios públi-
cos incorporan las máximas restric-
ciones a la libre iniciativa y presen-
tan, por encima de sus presupuestos
técnicos, una evidente carga ideológi-
ca y política. Como apunta el autor,
«delimitar su entorno supondría to-
mar partido sobre el poder y sus lí-
mites y sobre las zonas de la vida
social que han de ser extraídas del
régimen común para situarlas bajo
control administrativo». El concepto
de servicio público se presenta en-
tonces dotado de un carácter contin-
gente que vela la auténtica naturale-
za de la institución. Desde que la
doctrina francesa alumbró este con-
cepto, múltiples han sido las vicisitu-
des por las que ha pasado, llegando
a ser —en su máxima extrapolación—
punto cardinal del Derecho Adminis-
trativo de aquel país, hasta que fue,
finalmente, superado por el propio
devenir de los acontecimientos. De
igual modo, en España las nuevas
tendencias luchan contra la tradicio-
nal configuración del servicio públi-
co, tratando de quebrar la inercia
que había hecho del monopolio la ra-
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fío última de comprensión del con-
cepto. Se vislumbra así la mayor ope-
ratividad de concebirlo, al menos en
algunos supuestos, como actividad
compartida, significando que la ges-
tión de un servicio público puede, por
propia naturaleza, ser desempeñada
también por particulares.

Ciertamente, la figura del servicio
público compartido no es pacífica.
Sin embargo, la tesis defendida —ava-
lada por la realidad donde tales ser-
vicios existen (enseñanza)— permite
situar la tendencia y tentación del
servicio público, ahora polarizada, en
su justo lugar. Se produce así un
deseable acoplamiento entre la técni-
ca jurídica y los hechos de la vida
real a los que aquélla debe tenden-
cialmente responder.

Tema igualmente polémico es el de
la intervención en el ámbito de los
bienes, dada la disparidad de preten-
siones consustancial a los mismos.
La pugna está planteada entre los in-
tereses particulares y aquellas consi-
deraciones de utilidad social que jus-
tifican la inmisión de los poderes pú-
blicos en la esfera patrimonial de los
ciudadanos. Sobre el reconocimiento
de esta realidad parece no existir di-
sensión alguna; el punto álgido reside
en su adecuación con la propiedad
privada que, dada su ubicación en
nuestra Ley Fundamental (art. 33,1),
además de vincular a los poderes pú-
blicos está investida de una protec-
ción cualificada frente a todo tipo de
agresiones. Difícil equilibrio el que
tienen que lograr estas dos líneas
de fuerza, para las que —a partir de
1978— hay que buscar un punto de
convergencia más en consonancia con
la nueva organización de nuestra
convivencia. En efecto, la declara-
ción en pro de la propiedad privada
es matizada por la función social que
se le exige; como apunta el profesor
DE LA CUÉTARA, «la función social ha
dejado de ser un límite formal exter-
no del derecho de propiedad para ser
ahora considerado como un límite

sustancial interno, que nace con el
derecho mismo, sin ser, como anta-
ño, una mera cláusula de interpreta-
ción elástica». Se adivina que en este
tema, como en el anterior, late un
problema de determinación de los
contenidos de los preceptos constitu-
cionales que, en definitiva, es lo que
va a modular la intensidad de la
intervención administrativa. Es, en
suma, una cuestión de hermenéutica
al máximo nivel normativo.

Análogo es el caso de las empresas
públicas, calificadas por el autor de
«patrimonios públicos en acción». El
problema surge en la determinación
de los criterios a través de los cuales
ha de coordinarse la iniciativa priva-
da (con su corolario, la economía de
mercado, privilegiadamente reconoci-
das ambas en el Título preliminar de
la Constitución) y la iniciativa públi-
ca (también prevista en nuestra Ley
Fundamental, aunque en otro Título:
artículo 128). No se trata ya de po-
lemizar sobre si son o no compatibles
—forzosamente han de serlo, pues el
artículo 128 de la Constitución es en
este punto taxativo—, siendo lo con-
trovertido precisar si entre ambas
iniciativas existirá coordinación o
competencia; si la competencia será
en régimen de igualdad o privilegio
para alguna de las partes; si las em-
presas públicas se regirán por crite-
rios políticos o económicos. Es decir,
el límite exacto de la operatividad del
sector público. A falta del esperado
«Estatuto de las empresas públicas»,
pueden encontrarse en el libro aquí
recensionado indicaciones y sugeren-
cias de interés en esta materia.

En el devenir lógico de los temas,
llegamos al estudio de la responsa-
bilidad de la Administración con el
que se cierra un círculo que, partien-
do de una prelación de títulos que
habilitan el actuar administrativo en
los diferentes sectores de la realidad
social, culmina con el control de di-
cha actividad. La responsabilidad ad-
ministrativa es así resultado de un

455



BIBLIOGRAFÍA

proceso que, de la originaria irres-
ponsabilidad del soberano, evolucio-
na hacia una responsabilidad inme-
diata, objetiva y general, como es la
recogida actualmente en nuestro De-
recho positivo y con la que se da vir-
tualidad a una de las máximas aspi-
raciones del Estado de Derecho: la
eliminación de todo perjuicio antiju-
rídico causado por la dinámica admi-
nistrativa.

En defintiva, el acercamiento inte-
gral a las instituciones con que ha
operado el autor hace que estemos
ante un libro que consigue que el
lector acceda a una comprensión glo-
bal y unitaria del tema cuestionado,
lo que en materia como la aquí tra-
tada es especialmente de agradecer.
Por todo ello no es aventurado pen-
sar que, dada la originalidad y tras-
cendencia de alguna de las tesis sos-
tenidas en el libro que comentamos,
este trabajo va a ser objeto en el
futuro de amplio debate doctrinal, lo
que hace que su conocimiento y es-
tudio sea conveniente a la hora de
conocer los últimos planteamientos
en torno a uno de los núcleos sustan-
ciales del Derecho Administrativo: el
que contempla directamente la acti-
vidad de la Administración.

JORGE L. MÉNDEZ LIMA

GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo, y FER-
NÁNDEZ RODRÍGUEZ, Tomás Ramón:
Curso de Derecho Administrativo,
tomo I, 4.' edición, Ed. Civitas, Ma-
drid, 1983, 766 pp.

1. Se van a cumplir ahora diez
años desde que apareció en las libre-
rías lo que pronto sería calificado, en
la literatura especializada, como un
acontecimiento editorial. Me refiero,
por supuesto, a la primera edición
del tomo I del Curso de Derecho Ad-
ministrativo de los profesores Eduar-
do GARCÍA DE ENTERRÍA y Tomás Ra-
món FERNÁNDEZ. Desde entonces este

volumen ha conocido una amplia di-
fusión. Una segunda edición en 1975,
tres reimpresiones en años sucesivos,
una tercera edición, ampliada y reno-
vada, en 1979 y otras tres reimpresio-
nes en los años siguientes han prece-
dido a la cuarta edición, que no hace
muchos meses acaba de aparecer en
el mercado. Exponente de un éxito
no sólo, ni primordialmente comer-
cial, el Curso... es ya un clásico del
Derecho Administrativo, lugar de en-
cuentro de juristas de distinta proce-
dencia y oficio, fuente de meditación
y sugerencias, guía para aprender y
para seguir aprendiendo. Son muchos
los elogios que los comentaristas le
han dedicado aludiendo a su rigor,
densidad y lucidez, a su capacidad
de sugerir e informar, de captar la
atención del lector, estimulándole, al
tiempo que con toda naturalidad se
le van desvelando el cómo y el por-
qué de las instituciones, el contexto
histórico o político de su nacimiento,
la instrumentalidad de las técnicas y
su funcionalidad, hasta descender al
problema concreto y a la pauta pre-
cisa para su resolución.

Todo eso es cierto. Para quienes
aprendimos Derecho Administrativo
de la mano del profesor GARCÍA DE
ENTERRÍA y de la de sus discípulos
no es ninguna sorpresa la actitud me-
todológica que subyace en todos y
cada uno de los capítulos del libro
que maestro y discípulo aventajado
—y hoy, a su vez, maestro— escribie-
ron. Las primeras preguntas que un
estudiante que quiera ir más allá del
simple memorísmo y de la descrip-
ción acrítica y leguleyesca de las nor-
mas se hace están allí contestadas o
apuntadas: por qué, para qué, qué
papel juega, tiene sentido, para qué
sirve, a qué obedece, qué prima o be-
neficia. Pero si esta actitud metodo-
lógica no fue ninguna sorpresa, sí lo
fue, en cambio, el resultado, y toda-
vía lo siguie siendo, para quien esto
escribe. Libro cuidado, de una prosa
no siempre fácil, pero sobria y bella,
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en la que casi nunca falta —ni so-
bra— una línea; sistemático, coheren-
te, realista, lleno de viveza, en el que
se aborda el estudio de la Adminis-
tración Pública, las normas que la ri-
gen, su posición jurídica y su actua-
ción con el rigor del científico y la
claridad del pedagogo.

H a c e también aproximadamente
diez años uno de los autores del Cur-
so..., el profesor FERNÁNDEZ RODRÍ-
GUEZ, al comentar en las páginas del
primer número de la «Revista Espa-
ñola de Derecho Administrativo» un
conocido y excelente libro del profe-
sor Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO (1),
aludía a una hipotética división de
los libros entre sugerentes y no suge-
rentes, ubicando aquél al que se re-
fería entre los segundos y desvelando
la razón de su preferencia por éstos
puesto que —decía— «son los que
más enseñan porque obligan a pen-
sar». Obligar a pensar. Esa es tam-
bién, a mi juicio, una de las virtudes
principales del Curso que ahora co-
mento desde su primera edición. Por-
que no es una obra excelente sólo
por lo que enseña —que es mucho—,
sino por cómo lo hace y porque inci-
ta a sus lectores a repensar, a volver
atrás, a dejar puertas abiertas a la
inseguridad de los nuevos problemas.

Diez años después de su primera
andadura el Curso alcanza la cuar-
ta edición y, en ese tiempo, no ha
dejado de ampliarse, adaptarse y re-
novarse, permaneciendo sustancial-
mente idéntica la estructura inicial,
la sistemática y la metodología. Las
594 páginas de la segunda edición de
1975, ya en el formato actual, pasa-
ron a ser 710 en la tercera edición
de 1979, hasta alcanzar la considera-
ble cifra de 766 páginas en la edición
de 1983. Es decir, el Curso es una
obra viva que no sólo crece en pági-

nas, sino que aborda y sintetiza los
nuevos problemas, como tendremos
ocasión de comentar más adelante.
Decía M. HAURIOU —y su cita acaso
no sea impertinente al referirnos pre-
cisamente a este libro— que el Dere-
cho es una obra viva que, como la
vida, necesita de síntesis (2). Esta es,
en efecto, una obra viva y una sín-
tesis, pero una síntesis no para hil-
vanar unos cuantos esquemas de cara
a la superación de unos exámenes,
sino una síntesis desde el sistema,
desde el problema y desde la reali-
dad y el realismo, imbricando la téc-
nica en la historia, la dogmática en
la jurisprudencia, la teoría en la
práctica. Una síntesis para pensar.

Casi todo lo que yo pudiera añadir
ahora en este sentido ha sido dicho
ya por anteriores comentaristas de
la obra en sus ediciones preceden-
tes (3), y sus palabras de entonces,

(1) Se trataba de Las sanciones de
orden público en el Derecho español, Ed.
Tecnos, Madrid, 1973. La recensión de
T. R. FERNANDEZ en «REDA», núm. 1
(1974), pp. 158 y ss.

(2) La cita de M. HAURIOU corresponde
al Prefacio de la 5.a edición (1903) de su
Précis de Droit Administratif et de Droit
Public general, prefacio que lleva como
título «Introducción al estudio del De-
recho Administrativo francés», y que es-
tá incluido, en castellano, en la recopi-
lación llevada a cabo por J. A. SANTAMA-
RÍA y S. MUÑOZ MACHADO de diversos
escritos de HAURIOU con el título Obra
escogida, IEA, Madrid, 1976, pp. 45 y ss.
La cita concreta en p. 72.

(3) Fundamentalmente, 1 o s comenta-
rios o recensiones de Alejandro NIETO
y de Juan Alfonso SANTAMARÍA. A. NIETO
recensionó la primera edición del tomo 1
de esta obra en las páginas de esta RE-
VISTA, núm. 76 (1975), pp. 467 y ss.; la
primera edición del tomo II en el nú-
mero 85 (1978), pp. 440 y ss., y la terce-
ra .edición del tomo I, que ahora sale
a la luz por cuarta vez, en el núm. 89
(1979), pp. 474 y ss. Por su parte, J. A.
SANTAMARÍA publicó un comentario de la
primera edición del tomo I en las pági-
nas de la «REDA» (núm. 4, 1975, pági-
nas 49 y ss.), con el título Reflexiones
al margen de un nuevo libro de Derecho
Administrativo, y posteriormente recen-
sionó la tercera edición de 1979 en el
número 24 (1980) de la misma REVISTA
(pp. 168 y ss.). La primera parte de la
recensión de Lorenzo MARTÍN-RETORTILLO
a otra obra del profesor GARCÍA DE EN-
TERRÍA (La Constitución como norma y
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lo que entonces se dijo, es también
ahora plenamente aplicable teniendo
en cuenta que, como ya he apuntado,
la sistemática no ha cambiado, aun-
que sí lo hayan hecho algunos de sus
contenidos para adaptarse a la nue-
va realidad.

2. El tomo I del Curso que aho-
ra se reedita mantiene, como digo, la
misma sistemática que en ediciones
anteriores. Se divide en cuatro Títu-
los y catorce Capítulos, sobradamen-
te conocidos. En el primer Título in-
troductorio se estudia, en general, la
Administración Pública y el concepto
de Derecho Administrativo que se de-
fiende insistiendo, con nuevos argu-
mentos, en la caracterización de la
Administración Pública como perso-
na jurídica, caracterización que había
sido objeto en estos años de ciertos
planteamientos críticos. El Título se-
gundo analiza el Ordenamiento admi-
nistrativo con un detalle que explica
su importancia y su decisivo papel
en la formación de un jurista. A él
se le dedica, en efecto, casi la mitad
del libro, trescientas páginas, en las
que se estudia la Constitución, la ley,
el reglamento, la legislación delegada
y el fundamental problema de los or-
denamientos autonómicos y sus rela-
ciones con el ordenamiento estatal.

el Tribunal Constitucional, Ed. Civitas,
Madrid, 1981) se refiere también al Cur-
so ahora comentado. Dicha recensión
está publicada en esta REVISTA, núm. 9̂
(1982), pp. 464 y ss.

Por lo demás, el Curso ha merecido
igualmente la atención de la prensa dia-
ria, que ha dado cuenta de sus sucesivas
ediciones. La última ha sido comentada
por A. NIETO en las páginas del diario
«El País» del pasado 18 de diciembre
de 1983, haciendo referencia también a
la reciente aparición de la traducción ita-
liana de esta misma obra.

En todos estos comentarios se podrán
hallar juicios más autorizados que los
míos, juicios que comparto plenamente
en la medida en que, en todos ellos, se
destaca con énfasis el valor excepcional
de esta obra. De todos modos, merece la
pena repasar estos comentarios por las
referencias marginales y reflexiones di-
versas que incluyen.

Hay aquí auténticas monografías, de
conocimiento y lectura inexcusables.
Así como en la tercera edición el
capítulo dedicado a la Constitución
como norma jurídica (4) significó la
novedad más destacable, como fue
puesto de relieve en su día, en esta
ocasión, junto a ese fundamental epí-
grafe, luce con luz propia el capítulo
sexto, dedicado al sistema de relacio-
nes entre el ordenamiento estatal y
los ordenamientos autonómicos. En
él, por primera vez, se traza ya un
panorama suficientemente complejo
y sistemático del problema más im-
portante que desde el punto de vista
jurídico —y lo jurídico es muchas
veces reflejo de otro tipo de proble-
mas— tiene planteado nuestro país.
El Título tercero se dedica a la po-
sición jurídica de la Administración
analizando la personalidad jurídica
de las Administraciones Públicas, el
principio de legalidad y las relacio-
nes entre la Administración y Justi-
cia, con el ya clásico estudio históri-
co y dogmático sobre la autotutela.
Hay aquí también páginas de un
enorme atractivo, aunque sean más
conocidas y quizá de menor actuali-
dad: el estudio sobre los tipos de en-
tes públicos, el correspondiente al
control de la potestad discrecional y
el principio de legalidad o el ya cita-
do de la autotutela. Actos adminis-
trativos y contratos constituyen el
núcleo central del Título cuarto; dos
análisis completos en los que el ma-

(4) En esta cuarta edición se encuen-
tra en páginas 90 a 133. Este trabajo se
publicó originariamente en el «Anuario
de Derecho Civil» de 1979 y en el volu-
men colectivo dirigido por el propio GAR-
CÍA DE ENTERRÍA y A. PREDIERI: La Cons-
titución española de 1978. Estudio siste-
mático, Ed. Civitas, 2.' ed., Madrid, 1981,
páginas 95-158. Posteriormente, en la ya
citada obra del profesor GARCÍA DE EN-
TERRÍA: La Constitución como norma y
el Tribunal Constitucional, Madrid, 1981,
páginas 35-113. En todas estas versiones
se incluye una amplia e interesante nota
bibliográfica final que no figura en el
Curso.
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nejo de la jurisprudencia y la doc-
trina del Consejo de Estado es cons-
tante, como pasarela entre las cons-
trucciones dogmáticas y los proble-
mas prácticos. Finalmente, el libro se
cierra con el original capítulo dedi-
cado a la coacción administrativa y
la actividad técnica de la Administra-
ción Pública, un tema frecuentemen-
te relegado en otros tratados y ma-
nuales de alcance general.

3. He dicho más atrás que el Cur-
so de Derecho Administrativo es, so-
bre todo y a la vista de sus sucesivas
ediciones, una obra viva. Una obra al
compás de los tiempos, de los nue-
vos acontecimientos y problemas, que
parte de una concepción del Derecho,
y del Derecho Administrativo, como
instrumento p a r a la convivencia,
como elemento de equilibrio entre los
privilegios y las garantías, entre el
Poder y la libertad, por más que ese
equilibrio no sea suficiente y haya
que buscar nuevos puntos de apoyo,
como ha puesto de relieve Alejan-
dro NIETO en ocasión semejante a
ésta (5). Creo, no obstante, que es
necesario insistir, como hacen los
autores, en ese tradicional papel del
Derecho Administrativo como límite
y como «medida del Poder», como
afirmó también Otto BACHOF hace ya
bastantes años; y ello porque toda
organización montada sobre el prin-
cipio burocrático tiende a erigirse en
un fin en sí misma, a buscar espitas
y escape por donde zafarse del con-
trol. Ahora bien, si el principio de le-
galidad y la garantía del ciudadano
han sido temas tradicionales del De-
recho Administrativo, s o b r e cuyas
ideas se ha montado la teoría de las
fuentes y el control de la Administra-
ción, el tercer elemento de la tríada
que está en los orígenes del Derecho
Administrativo —la libertad— requie-
re seguramente hoy una nueva pers-

pectiva, en la medida en que muchas
veces para hacerla efectiva se precisa
también —y ello no deja de generar
problemas— la intervención de la Ad-
ministración Pública, su buen funcio-
namiento, la eficacia a la que apela
la consideración social del Estado
que luce hoy en el mismo pórtico de
nuestra Constitución. Hay que reco-
nocer que a pesar de los esfuerzos
iniciales, algunos tan notables como
el de Luciano PAREJO (6), el Derecho
Administrativo carece todavía de un
arsenal de técnicas eficaces para obli-
gar a actuar, y a actuar en una de-
terminada dirección, a los Poderes
públicos administrativos, sometidos a
un Derecho cuya inercia histórica y
sus condicionamientos todavía pesan.

Sin perder de vista muchos de es-
tos planteamientos, había y hay que
profundizar en el doble papel del De-
recho Administrativo como instru-
mento garantizador y herramienta
del Poder. Es desde esta perspectiva
desde la que hay que analizar, tam-
bién, las potencialidades de la Cons-
titución de 1978, y en esa línea de de-
ducir un sistema y unas consecuen-
cias prácticas de la norma fundamen-
tal se han dirigido los esfuerzos re-
cientes de algunos administrativistas.
Por razones que no son ahora del
caso pero que pueden consultarse en
trabajos fácilmente asequibles (7), lo

(5) En su recensión a la primera edi-
ción del tomo II del Curso... (Madrid,
1977), en esta REVISTA, núm. 85 (1978), en
concreto, p. 442.

(6) Cfr. L. PAREJO ALFONSO: Estado so-
cial y Administración Pública. Los pos-
tulados constitucionales de la reforma
administrativa, Ed. Civitas, Madrid, 1983.

(7) Cfr., entre otros, E. GARCÍA DE EN-
TERRÍA: Prólogo a su ya citado libro La
Constitución como norma y el Tribunal
Constitucional, Madrid, 1981, pp. 19-34;
del mismo autor, El Derecho Constitu-
cional como Derecho, en «Revista de De-
recho Político», UNED, núm. 15 (1982),
páginas 7-20. También A. NIETO: Recen-
sión a la tercera edición de este mismo
volumen primero del Curso de Derecho
Administrativo de los profesores GARCÍA
DE ENTERRÍA y T. R. FERNÁNDEZ, en esta
REVISTA, núm. 89 (1979), pp. 474 y ss.; Ig-
nacio de OTTO: Recensión al libro de
Raúl BOCANEGRA: El valor de las senten-
cias del Tribunal Constitucional, Madrid,
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cierto es que al advenimiento de la
Constitución española de 1978 el De-
recho Administrativo que se hacía en
un sector no desdeñable de la doc-
trina, al menos a nivel teórico, halló
su encaje natural en la norma supre-
ma a la que muchos de ellos habían
contribuido también a diseñar con
sus ideas, sus trabajos y sus publica-
ciones. Uno de los influjos más des-
tacados fue, precisamente, el de esta
obra que comentamos, en sus edicio-
nes anteriores. Así, a la entrada en
vigor de la Constitución, esos trata-
distas se hallaron en posición idónea
para embarcarse en la tarea de abor-
dar jurídicamente los nuevos proble-
mas que aquélla planteaba. Podían no
haberlo hecho, ciertamente. Podían
haber continuado en una postura de
autocomplacencia que, sin embargo,
repugna a cualquier científico o inte-
lectual que se precie de tal. Pero es
que, además, lo necesitaban, precisa-
ban hallar y analizar las «bases cons-
titucionales» que servían de sustento
y enmarcaban la disciplina que pre-
ferentemente cultivaban. A pesar de
algunas injustas y aisladas acusacio-
nes de patrimonialización del que ha-
bría de ser el Derecho Constitucional
español, éste es el lecho común de los
juristas, de todos los juristas, de
modo que, como con frase bien grá-
fica ha dicho el profesor Lorenzo
MARTÍN-RETORTILLO, lo único impor-
tante es que «hace Derecho Constitu-
cional quien hace Derecho Constitu-
cional» (8).

1982, en «Revista Española de Derecho
Constitucional», núm. 6 (1982), pp. 325
y siguientes.

(8) L. MARTÍN-RETO RTILLO: Recensión
al trabajo de Alvaro RODRÍGUEZ BEREIJO:
Laband y el Derecho Presupuestario del
Imperio alemán, estudio preliminar a la
traducción del libro de P. LABAND: El De-
recho Presupuestario, IEF, Madrid, 1979;
recensión publicada en esta REVISTA, nú-
mero 96 (1981), pp. 439-443, hoy también
en su libro Bajo el signo de la Consti-
tución (Estudios de Derecho Público),
IEAL, Madrid, 1983, pp. 251-261. La cita

La tercera edición, de 1979, del
tomo I del Curso, «adaptó» a la
Constitución todo su contenido y de-
dicó un amplio capítulo, de obligada
relectura, al significado y potenciali-
dad de la Constitución como norma
jurídica, porque la necesaria unidad
del Derecho Público presupone para
el Derecho Administrativo unas bases
constitucionales, por seguir con la
misma terminología de G. VEDEL.

Ello no quiere decir, a mi juicio,
que la Constitución no sea más cosas,
ni que no pueda ser analizada desde
las coordenadas sociales y políticas
que la enmarcan. De hecho, todo De-
recho obedece directa o indirecta-
mente a condicionamientos externos,
aunque funciona también muchas ve-
ces con independencia de ellos, por
delante o por detrás, como motor que
trata de tirar de la realidad o como
instrumento retardatario. El libro
que ahora se recensiona no escamo-
tea estos datos y más bien es una
prueba de lo contrario aunque no los
apure, por la sencilla razón de que no
se trata de un libro de historia o de
sociología de la Administración.

Fieles a estas coordenadas, atentos
a esta nueva perspectiva y a los nue-
vos problemas, el Curso de los pro-
fesores GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁN-
DEZ RODRÍGUEZ se adaptó y revisó en
función de la Constitución de 1978,
respecto de la cual se analizó su sig-
nificado, su potencialidad conforma-
dora, su valor derogatorio, su aplica-
bilidad y, sobre todo, las pautas in-
terpretativas que genera respecto de
todo el Ordenamiento jurídico.

Quedaba, como apuntó NIETO al re-
censionar esa tercera edición, el con-
traste con la realidad, una realidad
que iban a contribuir a conformar
las leyes orgánicas de desarrollo, las
normas postconstitucionales, los Es-
tatutos de Autonomía, la jurispruden-
cia constitucional.

concreta en p. 439 de la versión incluida
en esta REVISTA y 253 del libro citado.
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4. Es a esta última tarea a la que
aportan los autores su reconocida ex-
periencia en esta cuarta edición. Obra
viva, como decía al principio, incar-
dina en el texto —y no como un ador-
no— la importante doctrina que en
estos años ha elaborado el Tribunal
Constitucional, incorpora las noveda-
des legislativas y da un paso más en
esa interpretación de todo el Orde-
namiento conforme a la Constitución,
a la que aludía más atrás.

En esa labor destaca un capítulo
al que ya hemos hecho referencia,
el dedicado a los Ordenamientos au-
tonómicos y sus relaciones con el del
Estado; capítulo enteramente nuevo
aunque al mismo tema ya se dedicara
atención en la edición precedente. No
obstante, la doctrina surgida en estos
años (9), la jurisprudencia del Tri-
bunal Constitucional que ha dedicado
una parte considerable de su trabajo
al tema autonómico, la finalización
del proceso inicial de aprobación de
los Estatutos tras los pactos de 1981
y el ejercicio —en algunos casos ya
consolidado— de las posibilidades le-
gislativas que los Estatutos han atri-
buido a las Comunidades Autónomas,
hacían necesaria una reconsideración
global.

(9) Entre la que hay que destacar los
trabajos del propio E. GARCÍA DE ENTE-
RRÍA: La primacía normativa del Títu-
lo VIII de la Constitución. Introducción
al estudio del artículo 149 de la Consti-
tución, en «REDA», núm. 33 (1982), pági-
nas 277 y ss.; también publicado en el
volumen colectivo: El desarrollo de la
Constitución española de 1978, Facultad
de Derecho, Universidad de Zaragoza,
1982, pp. 471 y ss.; La significación de las
competencias exclusivas del Estado en el
sistema autonómico, en «Revista Espa-
ñola de Derecho Constitucional», núm. 5
(1982), pp. 63 y ss.; La ejecución autonó-
mica de la legislación del Estado, Ed.
Civitas, Madrid, 1983; El ordenamiento
estatal y los ordenamientos autonómi-
cos: sistema de relaciones, en esta RE-
VISTA, núm. 100-102. Cfr. también el im-
portante libro de Santiago MUÑOZ MA-
CHADO: Derecho Público de las Comuni-
dades Autónomas, Ed. Civitas, Madrid,
1982.

Pueden considerarse, pues, a las
casi setenta páginas de este capítulo
como el primer intento de. interpre-
tación sistemática global de las rela-
ciones interordinamentales en el es-
quema de pluralidad de Ordenamien-
tos que instaura la Constitución es-
pañola de 1978 y los Estatutos de
autonomía, para el que se han tenido
especialmente en cuenta un conjunto
ya suficientemente significativo de
sentencias del Tribunal Constitucio-
nal. Después de analizar la posición
de los Estatutos como norma básica
de la Comunidad autónoma subordi-
nada, en todo caso, a la Constitución,
se estudian las relaciones entre los
dos ordenamientos dividiéndolas en
tres clases: relaciones de coopera-
ción, de interferencia y de integra-
ción. Las primeras, que son las más
importantes, se subdividen, a su vez,
en tres supuestos: la concurrencia
normativa entre el Estado y la Co-
munidad Autónoma en los casos pre-
vistos de normación básica estatal y
legislación complementaria de las
Comunidades Autónomas; la ejecu-
ción autonómica de la legislación del
Estado, y los supuestos constitucio-
nales o estatutarios de coordinación
estatal. Las segundas, es decir, las
relaciones de interferencia, apelan a
los supuestos de delegaciones estata-
les en los casos de los apartados 1
y 2 del artículo 150 de la Constitu-
ción, a las leyes de armonización y
a la intervención coercitiva prevista
en el artículo 155 de la norma cons-
titucional. Finalmente, en las relacio-
nes de integración se analiza el sig-
nificado de la cláusula de prevalen-
cia del Derecho estatal inserta en el
artículo 149-3 de la Constitución y el
de la cláusula de suplencia prevista
en el mismo precepto constitucional.

El resultado final del análisis lle-
vado a cabo, aparte de sugestivo,
constituye un esquema teórico a mi
modo de ver sólido y coherente en
el que, sobre todo, las consecuencias
deducidas no son lucubraciones con
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una apoyatura meramente doctrinal,
sino que la apelación a la doctrina
del Tribunal Constitucional es cons-
tante, con un uso exhaustivo de la
misma, que otorga al conjunto el va-
lor de una interpretación que, ade-
más de lógica y realista, tiene el
apoyo del máximo intérprete de la
Constitución. Ello no quiere decir
que no se pueda disentir, naturalmen-
te. Es la crítica y el contraste lo que
hace avanzar al Derecho, y un esque-
ma que pretende ser global admite,
como es lógico, puntos de desacuer-
do, aspectos más débiles o interpre-
taciones contradictorias. Tendrán que
ser las monografías que vayan sur-
giendo y la consolidación de la doc-
trina del Tribunal Constitucional las
que ratifiquen o, en su caso, rectifi-
quen este o aquel punto del análisis
llevado a cabo en estas páginas.

A mi juicio, no obstante la clari-
dad y trabazón del planteamiento que
se efectúa en este capítulo, el tema
no puede darse por cerrado. La óp-
tica de la realidad se impone, y desde
ella, si bien se ha avanzado mucho
en el proceso de clarificación y sis-
tematización del Título VIII de la
Constitución —y estas páginas son el
mejor ejemplo—, las dificultades en
el tema de la distribución de compe-
tencias, que es, a mi entender, el pro-
blema básico, subsisten. La determi-
nación material de las competencias
recae, de hecho, en las comisiones de
transferencias, y es observable, por
ejemplo, cómo recientes Decretos so-
bre un mismo bloque de materias vie-
nen a modificar otros anteriores, una
vez que el proceso de negociación se
ha consumado. La posibilidad de que
el Tribunal Constitucional se pronun-
cie en este o aquel tema dudoso de-
pende también de los oscuros pero
fundamentales equipos técnicos, del
Estado o de la Comunidad Autóno-
ma, encargados de analizar el conte-
nido de las normas autonómicas —o
estatales— a efectos de su impugna-
ción o no, o del planteamiento del

correspondiente conflicto. Subsisten
las indecisiones a la hora de atribuir
una materia a la legislación del Es-
tado, a la de las Comunidades Autó-
nomas o a la de ambas. Pongamos el
ejemplo de las cooperativas. ¿Son
Derecho Mercantil? Eso parece, si
nos atenemos a un sector, yo creo
que hoy mayoritario, de la moderna
doctrina mercantilista. En tal caso,
ello conllevaría su inclusión como
competencia del Estado, con mayor
o menor extensión, dejando más o
menos campo a las Comunidades Au-
tónomas, en el artículo 149-1-6." de la
Constitución. Sin embargo, el Tribu-
nal Constitucional apenas se ha plan-
teado el tema en su S. de 29 de julio
de 1983 en recurso de inconstituciona-
lidad contra la ley del País Vasco n.°
1/1982, de 11 de febrero. Entiende el
Tribunal Constitucional que hay que
prescindir «de cualquier posición doc-
trinal acerca de si las cooperativas
han de calificarse o no como socie-
dades mercantiles, ya que la interpre-
tación ha de situarse en el contexto
del ordenamiento vigente» y éste vie-
ne constituido por el artículo 10-23
del Estatuto vasco que atribuye a la
Comunidad Autónoma la competen-
cia exclusiva en materia de coopera-
tivas sin que, por lo demás, la Cons-
titución reserve «de modo directo y
expreso competencia alguna al Es-
tado en materia de cooperativas»
(FJ 1). Es un mero ejemplo de las
dificultades inherentes a la delimita-
ción material de competencias en fun-
ción de los títulos competencias exhi-
bidos por ambas partes. Pero hay
más, porque ¿hasta dónde puede lle-
gar el argumento de la «naturaleza
de las cosas» utilizado indirectamen-
te por el Tribunal Constitucional
para hacer pivotar sobre él una de-
terminada atribución competencial?,
¿cómo se interpretará en el futuro
el supuesto del artículo 149-29.*, que
fue la base para justificar una acti-
vidad ejecutiva del Estado, si bien
por razones de urgencia y necesidad.
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en un ámbito que correspondía a la
Comunidad Autónoma, a tenor de la
sentencia 33/1982, de 8 de junio?; lo
básico, definitivamente, ¿ha de venir
incluido en una ley formal como
apunta, en contra de opiniones ante-
riores del propio Tribunal Constitu-
cional, la sentencia 32/1983 de 28 de
abril, a pesar de algunos matices pos-
teriores?

El proceso está, abierto, ciertamen-
te. Todo indica que el análisis jurídi-
co, con ser importante y básico, ha de
complementarse con la creación del
clima político adecuado de colabora-
ción mutua. No parece que corres-
ponda a la propia realidad esencial
del Estado autonómico una política
de regateo o de hostigamiento, de re-
celos y suspicacias mutuas. Hay,
como se subraya en el libro que co-
mentamos, el «Estado global», el «Es-
tado superior» y las Comunidades Au-
tónomas. La fidelidad al sistema su-
pone la exclusión del «todos contra
el Estado» que a veces se advierte y
de la contrapartida del freno y mar-
cha atrás que se sospecha.

Por otra parte, la potestad legisla-
tiva de las Comunidades Autónomas
no ha hecho sino comenzar a ejerci-
tarse. Excluyendo aquellas Comuni-
dades Autónomas con mayor tradi-
ción y alcance, la sensación de des-
concierto a veces es patente en las
demás. Analícense si no las leyes del
Presidente, del Gobierno y de la Ad-
ministración, que casi t o d a s han
aprobado ya, y se podrá observar
que, preámbulos y supuestas peculia-
ridades aparte, el material de acarreo
de unas y otras es bastante claro.
Hará falta tiempo, pues, para adop-
tar las leyes que efectivamente inte-
resen más a cada Comunidad. Mien-
tras tanto, la cláusula de supletorie-
dad del Derecho estatal tiene que
jugar su papel, y no siempre es fácil
la adaptación, la traducción de órga-
nos —sobre todo en lo que respecta
a la organización territorial de cada
Comunidad, que es otro de los temas

clave—, como tampoco será fácil la
interpretación de lo básico y lo com-
plementario en las materias de titu-
laridad compartida en ausencia del
clima al que me refería más atrás.
Leyes con preceptos básicos y otros
que no lo son, seguramente serán ne-
cesarias para componer lo que GAR-
CÍA DE ENTERRÍA y FERNANDEZ RODRÍ-
GUEZ llaman «el círculo material de
interés general», «el círculo de encua-
dramiento» y «el círculo de suplen-
cia», pero van a suponer una enorme
complejidad para los juristas llama-
dos a buscar el precepto aplicable y
una fuente no desdeñable de insegu-
ridad.

El tema autonómico y, más en con-
creto, su sistema de fuentes será en
el futuro inmediato uno de los temas
prioritarios para el investigador y
para el aplicador del Derecho. Una
de las ventajas que acaso puede te-
ner esta complejidad para los juris-
tas será, precisamente, una revalori-
zación de su condición de tales, un
presupuesto para superar el legule-
yismo y propiciar el estudio de la
trama institucional, la raíz de cada
conclusión que no podrá ser ya la
mera apelación mecánica a un deter-
minado precepto legal de tantos tra-
bajos forenses sin consistencia. Lla-
mada al estudio, a la comprensión,
al análisis detallado que importa al
estudiante de Derecho pero también
al juez, al funcionario, al abogado, al
profesor. En ese esfuerzo, el Curso
que ahora glosamos será —es ya—
de una ayuda inestimable para todos.
Para compartir o para disentir, pero,
en cualquier caso, para reflexionar,
para adoptar un l e n g u a j e común
—que, a veces, es por donde hay que
empezar—, para meditar soluciones
y pergeñar nuevas técnicas. Para se-
guir aprendiendo.

Porque asistimos, además, a una
aceleración del tiempo histórico cuya
velocidad afecta también al análisis
jurídico. La doctrina del Tribunal
Constitucional va, poco a poco, perfi-
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lando soluciones, encauzando inter-
pretaciones, dejando a veces en muy
poco tiempo «superadas» otras igual-
mente posibles. Por ejemplo, en el
mismo tema de las fuentes, al anali-
zar el Decreto-ley, Jos autores defien-
den su posición en punto al ámbito
material de prohibición del mismo,
justificando con una serie de argu-
mentos la tesis que limita tal prohi-
bición a las materias objeto de ley
orgánica. Tal interpretación t i e n e ,
ciertamente, una lógica institucional
que en el libro se detalla, pero casi
al mismo tiempo de la aparición de
esta cuarta edición del Curso, la
sentencia del Tribunal Constitucional
111/1983, de 2 de diciembre, sobre el
Decreto-ley de expropiación de los
bancos y demás sociedades del grupo
Rumasa, se inclina en contra de esta
posibilidad en lo que parece una doc-
trina jurisprudencial c o m p a r t i d a
también por el voto particular que
firman seis magistrados. Si algo pa-
rece que deja claro esta sentencia es
que el ámbito de prohibición del De-
creto-ley se refiere a todos los dere-
chos, deberes y libertades del Título
Primero de la Constitución (Funda-
mento jurídico octavo y punto dos
del voto particular), si bien todo el
problema queda desplazado a la ex-
tensión que haya de darse al verbo
«afectar», presente en el artículo 86-1
de la Constitución.

El ejemplo es un mero exponente
de esa aceleración a la que aludía y
que complica extraordinariamente el
trabajo del jurista, aunque sólo sea
para conocer el estado actual de la
cuestión. Porque, además, la doctrina
del Tribunal Constitucional tiene un
alcance y una trascendencia grandes,
aborda muchos temas por vez prime-
ra y, en ese sentido, se diferencia
también de la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo cuya evolución quizá
sea más lenta por el mismo tipo de
asuntos que le llegan en los que, si
bien no dejan de manifestarse los
cambios constitucionales, el terreno

resulta a veces más abonado. De ahí
también el valor de las síntesis cuan-
do tienen la garantía que posee este
curso. Síntesis rigurosa y profun-
da, doblemente valiosa, porque aquí,
al contrario que en la ley económica,
la moneda mala no desplaza a la
buena.

5. He aquí por qué los administra-
tivistas —o algunos administrativis-
tas— se empeñaron desde el primer
momento en el estudio serio y sose-
gado del texto constitucional, en ana-
lizar sus recovecos, en profundizar,
con los instrumentos de la técnica
jurídica que les eran conocidos, en
los nuevos postulados fundamentales.
He aquí por qué necesitaban hacerlo,
por qué necesitaban bucear en las
bases constitucionales. En ellas esta-
ban inmersos, también, los temas clá-
sicos del Derecho Administrativo, las
fuentes, la organización, la actividad
administrativa...

Y es que, sea cual sea el enfoque
que se adopte, lo cierto es que el De-
recho Administrativo está condicio-
nado, enmarcado, inmerso en los
planteamientos políticos y constitu-
cionales. Podría decirse que está te-
ñido ideológicamente y que es per-
meable a los cambios sociológicos y
políticos de su entorno. Ello no quie-
re decir que haya una corresponden-
cia mecánica, entre otras razones
porque la Administración advierte su
evolución en períodos de tiempo re-
lativamente amplios. Puede suceder,
entonces, que un determinado sector
del Ordenamiento se adelante a su
tiempo o juegue un papel contrario
al previsto inicialmente, desgajándo-
se del contexto social en que está in-
merso. La problemática apuntada
creo que puede observarse muy bien
en el tema de la jurisdicción conten-
cioso-administrativa o en el de la res-
ponsabilidad patrimonial de la Admi-
nistración, al que ya me he referido
en otras ocasiones. A los factores ob-
jetivos que determinaron la aparición
de estas dos regulaciones, muy avan-
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zacas para su tiempo, se une el he-
cho constatado, como ha advertido
Alejandro NIETO (10), de que se debe
a una concreta generación de juris-
tas, a la que de manera destacada
pertenece el profesor GARCÍA DE EN-
TERRÍA, la renovación del Derecho Ad-
ministrativo en torno a los primeros
números de esta REVISTA y sobre la
base de las realidades concretas. Esta
renovación, estas innovaciones, se pu-
dieron llevar a cabo eludiendo las
connotaciones políticas e ideológicas
que el Derecho Administrativo lleva
en sí mismo y propiciando, en la me-
dida de lo posible, su elaboración des-
de planteamientos técnicos, indepen-
dientes y a primera vista neutrales,
en sectores que, aunque importantes,
se prestaban menos a la asunción de
contenidos ideológicos. Sólo años des-
pués se manifestaron esos conteni-
dos, pero la labor entonces desarro-
llada se independiza de sus orígenes
y adquiere su verdadera dimensión al
cabo del tiempo, tras los cambios po-
líticos y constitucionales producidos,
cuando el texto constitucional asume
muchas de aquellas iniciativas para
darles nuevo impulso desde la con-
templación unitaria de todo el Orde-
namiento. Los artículos 9-3, 82, 103 ó
106 de la Constitución, por ejemplo,
responden en buena medida a esos
orígenes. Es más, es ahora cuando
aquel Derecho acéfalo adquiere su
coherencia lógica y su encaje consti-
tucional correcto a la luz de los nue-
vos principios que, sin duda, no de-
jarán de manifestarse, como ya lo
están haciendo, proyectados en la le-
gislación administrativa y en la prác-
tica de la Administración Pública.

Las construcciones jurídicas no
juegan en el vacío, y lo que parece
claro es la incidencia del texto cons-
titucional en la configuración del De-
recho de la Administración Pública,
hasta el punto de llegar a poner en

(10) En el Prólogo a los índices de ios
años 1950-1973. Números 1 al 72 de esta
REVISTA, Madrid, 1974, pp. VIII y XVII s.

duda la distinción tajante entre De-
recho Administrativo y Derecho Cons-
titucional o al menos afirmar la in-
existencia de soluciones de continui-
dad entre uno y otro, de forma que
ha podido decirse, en tono quizá ex-
cesivamente tajante, que el Derecho
Administrativo es el Derecho Consti-
tucional concretizado. La expresión
de F. WERNER se opone a la tantas
veces r e p e t i d a , acríticamente, de
O. MAYER que se contiene en el Pró-
logo de la tercera edición de su fa-
moso Deutsches Verwaltungsrecht,
Prólogo fechado el 29 de agosto de
1923 y que, por tanto, no se incluye
en la edición en castellano de esta mis-
ma obra editada en Buenos Aires en
1949-1951 y, por cierto, recientemente
reeditada en 1982) porque ésta se rea-
liza a partir de la edición francesa de
1903. La frase en cuestión —a la que
también se refieren los autores del
Curso que da pie a estas reflexio-
nes en el Prólogo a la tercera edición
de 1979— es la siguiente, como es
bien sabido: «El Derecho Constitu-
cional pasa, el Derecho Administrati-
vo permanece.» La cita de MAYER, con
independencia de que haya sido bien
o mal interpretada, respondía a una
realidad a la que necesariamente hay
que vincularla y venía a significar,
en ese contexto, una manera de lla-
mar la atención sobre lo hecho con
anterioridad a Weimar. La elabora-
ción dogmática del Derecho Adminis-
trativo en pleno período bismarckia-
no sobrevivía y permanecía cómoda-
mente al desaparecer aquél. Pero, sa-
cada de su contexto, esta frase bri-
llante ha sido utilizada interesada-
mente como exponente gratuito de un
presunto Derecho Administrativo in-
temporal, aséptico, neutro y gratifi-
cante.

No se trata ahora de discutir el
significado anterior de la obra de
MAYER (11), aunque la dogmática ju-

(11) Puede verse un reciente análisis
de la obra de O. MAYER, reivindicando
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rídica alemana de finales del si-
glo xix respondía también a un tiem-
po preciso y tuvo un importante sig-
nificado político. Ahí está la discutida
y polémica obra de Walter WIL-
HELM (12), que trata de demostrar
ese papel legitimista de la dogmática
jurídica de aquel tiempo y que ha
pasado un tanto desapercibida, creo,
entre nosotros. Lo que me interesa
ahora destacar es la importancia de
aquella elaboración dogmática una
vez desprovista de sus coordenadas
cronológicas de origen y de sus pro-
yecciones políticas. Y, al mismo tiem-
po, centrar temporalmente la repeti-
da frase de Otto MAYER. MAYER quizá
miraba hacia atrás pero escribía tam-
bién en un tiempo convulso, en 1923,
a cinco años tan sólo de la finaliza-
ción de la Primera gran guerra, cua-
tro de la Constitución de Weimar,
tras la caída del Imperio, en el año
del putsch de Munich, en pleno pe-
ríodo crítico que supondría, diez años
después, el advenimiento del nacio-

el carácter realista de la misma y su sig-
nificado, en el trabajo del historiador
del Derecho Maurizio FIORAVANTI: Otto
Mayer e la scienza del Diritto Ammnis-
írativo, en «Rivista Trimestrale di Di-
ritto Pubblico», II (1983), pp. 600-659, y
referencias allí contenidas.

(12) W. WILHELMS La metodología ju-
rídica en el siglo XIX, Madrid, 1980. Esta
obra se publicó originariamente en Ale-
mania con el título Zur juristischen Me-
thodenlehre im 19. Jahrhundert, Frank-
furt am Main, 1958, y dio lugar a una
viva polémica. Cfr. la recensión de Ernst
Wolfgang BOCKENFSRDE en «Archiv für
Rechts-und Sozial-philosophie», LXVIII
(1962), pp. 249-254, a la que se refiere el
presentador italiano de la traducción de
este libro, P. L. LUCCHINI (p. V). La ci-
tada traducción italiana es de 1974 y se
titula Metodología giuridica nel secó-
lo XIX, Ed. Giuffré, Milán, 1974. A esta
misma obra se refiere en varias ocasio-
nes S. CASSESE en su conocida obra Cul-
tura e política del diritto amministrativo,
II Mulino, Bolonia, 1971, que, por cierto,
fue recensionada por T. R. FERNÁNDEZ
en las páginas de esta REVISTA, núm. 68
(1972), pp. 456 y ss. La traducción caste-
llana es de Edersa y lleva una presenta-
ción de Antonio ALVAREZ DE MORALES.

nalsocialismo. La búsqueda de una
nueva Alemania fuerte, el acoso de
las potencias aliadas, el pleito de los
colores de la nueva bandera y el mis-
co carácter de la Constitución y el
significado de algunos de sus precep-
tos (el famoso art. 48, por ejemplo)
eran, todos ellos, datos y elementos
que de alguna manera apelaban al
pasado. Si a todo ello se añade el
hecho evidente de que las transfor-
maciones constitucionales, en el con-
creto ámbito del Derecho Administra-
tivo, son más lentas y necesitan un
mayor tiempo de adaptación, se po-
drá poner en su contexto la famosa
frase de O. MAYER. Una frase, por lo
demás, desmentida por su propio au-
tor en el cuerpo de su libro, pero una
frase utilizada interesadamente, a ve-
ces, para postular el enraizamiento
del Derecho Administrativo en cual-
quier Constitución, en cualquier tex-
to normativo con ese nombre, olvi-
dando que aquélla, como el propio
Derecho Administrativo, sólo adquie-
ren su sentido último apelando al
nervio jurídico que está en sus orí-
genes, es decir, como elementos esen-
ciales de una configuración jurídico-
política de garantía, control y defen-
sa de los derechos de los ciudadanos;
esquema que quizá hoy no baste, pero,
en todo caso, esquema previo y, como
tal, imprescindible. Llevada a sus últi-
mas consecuencias la verdadera esen-
cia de la frase de MAYER halló, tan
sólo diez años más tarde, su auténtica
piedra de toque tras la ley de plenos
poderes de 25 de marzo de 1933.
¿Permanecía aún entonces el Derecho
Administrativo? La pregunta no es
ociosa porque, incluso desde el es-
tricto punto de vista constitucional,
con un rigor formalista digno de me-
jor causa, hubo quien se preguntó en-
tonces si subsistía la Constitución de
1919, no formalmente derogada. Po-
día haber, sí, Derecho Administrativo,
con ese nombre y tratando los temas
clásicos del mismo, pero el trasfondo
histórico que le acompaña había des-
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aparecido. Bien es verdad que puede
haber otra interpretación de MAYER
que cae más en el mundo de las bue-
nas intenciones. Una interpretación
que propicia el mantenimiento de los
esquemas clásicos del Derecho Admi-
nistrativo y sus técnicas de garantía
y de sometimiento del poder, en el
plano de la concreta y diaria aplica-
ción, por encima o a pesar de los
cambios superestructurales produci-
dos en la cúspide político-constitucio-
nal. Esta tesis, que ha sido la mane-
jada entre nosotros a la altura de los
años cincuenta, halla también su lí-
mite en función de la evolución po-
lítica de los regímenes autoritarios
en un sentido cada vez más cercano
a su ruptura o, por el contrario, como
sucedió en Alemania a partir de 1935,
en un sentido opuesto a los esque-
mas liberales en los que se forjó el
D e r e c h o Administrativo. La conse-
cuencia entonces es que el Derecho
Administrativo no permanece idénti-
co cuando el Derecho Constitucional
cambia porque éste se configura
como el pórtico, el punto de partida,
el necesario umbral del Derecho Ad-
ministrativo, un Derecho que, como
ha recordado G. VEDEL en un trabajo
clásico, tiene, inexcusablemente, unas
bases constitucionales.

Lo que puede suceder, evitando
toda tentación mecanicista, es que la
Administración presente una conti-
nuidad mayor. Si ello es así es por-
que, como a p u n t ó FORSTHOFF, la
Constitución se liga a su legitimidad
mientras que la Administración Pú-
blica es, además, el soporte de los
servicios públicos, en todo momento
necesarios. La consecuencia es que la
Administración tarda en adaptarse a
los cambios constitucionales, en mo-
dificar sus pautas de comportamien-
to, pero ello no quiere decir que esa
Administración Pública, ni el Derecho
Administrativo que la regula, perma-
nezcan en su sustancia última cuan-
do los presupuestos constitucionales
cambian, aunque esa permanencia

pueda notarse en aquellos aspectos
más alejados de los postulados cons-
titucionales o menos evidentes, donde
los cambios sólo son.-perceptibles con
el transcurso de períodos de tiempo
más largos o, simplemente, no es pre-
ciso que tengan lugar.

Teniendo en cuenta todo esto, ni la
Administración Pública ni el Derecho
Administrativo podían ser exactamen-
te iguales en nuestro país a partir de
1978, por más que esa evolución sea
mucho más lenta que los cambios po-
líticos, esté llena de altibajos, retro-
cesos y pausas y dependa también
de los factores internos que la en-
marcan, como la burocracia, y de los
factores externos que la condicionan,
como el trabajo de los juristas que
teorizan sobre ello. Por eso era ne-
cesario estudiar la Constitución y sus
proyecciones concretas. Y es en ese
sentido en el que este libro ha juga-
do ya —y seguirá jugando— un im-
portante papel en el proceso aplica-
tivo del Derecho Administrativo. Es
un eslabón más —aunque muy impor-
tante— de ese proceso en el que la
labor del legislador, de la Adminis-
tración Pública, del juez, del aboga-
do o del profesor se enriquecen mu-
tuamente. De ahí que esta nueva edi-
ción del Curso de Derecho Adminis-
trativo, al incorporar los análisis que
se derivan de la Constitución y el
contraste con las realidades posterio-
res de su aplicación, esté también
dando un paso más en el proceso de
transformación del Derecho Adminis-
trativo y de la Administración Públi-
ca que se inicia al aprobarse la Cons-
titución española de 1978.

6. La importancia general del tema
constitucional a lo largo de estos úl-
timos años ha podido hacer abando-
nar o atender con menor dedicación
otros temas más directamente ligados
a lo que tradicionalmente ha sido y es
el Derecho Administrativo. La proyec-
ción de la Constitución en estos temas
pero también la atención a su propio
avance en función de las investiga-
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ciones más recientes es algo que hay
que seguir destacando en el Curso de
Derecho Administrativo de los profe-
sores GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁN-
DEZ RODRÍGUEZ. En efecto, por debajo
de las cuestiones directamente cons-
titucionales, la jurisprudencia del Tri-
bunal Supremo y de las Audiencias
Territoriales ha seguido dictando fa-
llos, algunos de una gran trascenden-
cia. Es significativa, por ejemplo, la
recopilación que lleva a cabo el «Bo-
letín de Jurisprudencia Constitucio-
nal» que editan las Cortes Generales
mensualmente, con referencia a las
sentencias que aplican la Constitu-
ción o se refieren a ella. Pero hay
también otros temas no directamente
tributarios de la Constitución en los
que se observa, cada vez más, un diá-
logo abierto entre la jurisprudencia y
la doctrina, diálogo que es siempre
fructífero aunque no se consolide to-
das las veces en la misma dirección.
Dos meros ejemplos me vienen a
mano en este momento: la sentencia
de la Sala 4." de 21 de febrero de 1979
(Arz. 694) y la de la Sala 2." de 2 de
julio de 1980 (Arz. 3098) que asumen
planteamientos directamente tributa-
rios de este libro. En la primera de
ellas a propósito del concepto de Or-
denamiento jurídico con planteamien-
tos de principio de gran riqueza y su-
tileza que conllevan innegables conse-
cuenas prácticas. En la segunda, a
propósito del control de la delegación
legislativa, utilizando prácticamente
la misma terminología que se utiliza
en el capítulo V del Curso; Sentencia
importante por cuanto proviene, ade-
más, de la Sala de lo penal e inapli-
ca —ya que no podía anular— un
inciso de un precepto del Código Pe-
nal añadido, en un exceso de la de-
legación, por el texto articulado (re-
visado) de 1963. Ambas sentencias
han sido objeto de comentarios en
las Revistas especializadas pero creo
que son ejemplos válidos para ilus-
trar esa influencia o diálogo al que
antes me refería. En otros sectores

sucede algo parecido. La jurispruden-
cia en materia de urbanismo, por
ejemplo, creo que va consolidándose
poco a poco con una mayor fidelidad
y atención a los no siempre fáciles
problemas que genera la Ley del Sue-
lo. Las soluciones en materia de con-
tratos, legitimación, derecho sancio-
natorio o las derivadas de la aplica-
ción de la ley de protección jurisdic-
cional de los derechos fundamentales
de la persona de 1978 han de ser
puestas igualmente de relieve.

Es esta una faceta del Curso que
a mí siempre me ha llamado podero-
samente la atención. El uso abundan-
tísimo y puntual de la jurisprudencia
contencioso-administrativa, que ha si-
do destacado ya antes pero que es
preciso repetir ahora. Una jurispru-
dencia que si no ha conformado, co-
mo en Francia, al Derecho Adminis-
trativo en sus orígenes históricos sí
ha contribuido y contribuye a com-
probar los planteamientos doctrina-
les, a enraizarlos en la realidad y a
realizar el fin último de todo Dere-
cho que no es sino «ordenar la vida
social y dirigirla hacia la seguridad
y la justicia», en palabras recientes
del propio GARCÍA DE ENTERRÍA (13).

Una jurisprudencia que en el caso
de las Audiencias Territoriales nos es
menos conocida pero que, aunque no
sea propiamente fuente del Derecho,
no es menos importante. Su fluidez
y flexibilidad contrasta, a veces, con
la del Tribunal Supremo. En mi opi-
nión, esa fluidez y flexibilidad se
debe en muy buena medida a la in-
novación de la Ley Jurisdiccional de
1956 referente a los magistrados es-
pecialistas reclutados por oposición
entre funcionarios de las carreras ju-
dicial y fiscal con tres años de ejer-
cicio (art. 21 LJ). El mantenimiento
e incluso intensificación de esta so-

(13 En su trabajo El Derecho, la pa-
labra y el libro, colaboración a la obra
colectiva La cultura del libro, Fundación
Germán Sánchez Ruipérez y Ed. Pirámi-
de, Madrid, 1983, p. 215.
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lución parece una necesidad que es
de esperar la nueva ley de la ju-
risdicción contencioso-administrativa
contribuya a potenciar. Es más, la
implantación de los Tribunales Supe-
riores de Justicia de las Comunidades
Autónomas parecen aconsejar esta
especialización. La progresiva com-
plejidad del Derecho Administrativo,
que la presencia de dos Ordenamien-
tos separados —aunque con un com-
plejo juego de relaciones interordina-
mentales, que en el libro que ahora

-comentamos se tratan de reducir a
sistema— viene a acentuar aún más,
aconseja esta especial preparación de
la que sólo buenos frutos pueden es-
perarse. No obstante, se me ocurre
pensar en una posible dificultad que
quizá no sea del todo inverosímil. En
unos momentos en los que el ascen-
so a magistrado en la carrera judi-
cial era algo lento y que costaba años,
la posibilidad de acelerar ese ascenso
venía constituida por la oposición a
magistrado de lo contencioso-adminis-
trativo. Es un hecho constatado que,
en la actualidad, un juez de entrada
puede acceder a magistrado coa muy
pocos años de servicio. En tales con-
diciones no es improbable que los
atractivos profesionales que la oposi-
ción a especialistas de lo contencioso
pudieran suponer se vean menguados
y sean menos quienes se embarquen
en la siempre aventurada tarea de
preparar unas oposiciones cuando, a
lo mejor, se puede acceder a magis-
trado incluso antes de poder legal-
mente opositar. Este temor, no infun-
dado, creo yo, debiera hacer reflexio-
nar, ahora que todavía es tiempo,
para buscar soluciones, que segura-
mente son más de carácter general
y ubicables en la Ley Orgánica del
Poder Judicial que referentes a la
organización de la jurisdicción con-
tencioso-administrativa.

Un último comentario me gustaría
hacer a propósito del manejo de la
jurisprudencia y de su necesaria cita.
Me refiero a la identificación del

fallo que a veces no es fácil, y menos
su retentiva, aunque cada día se va
generalizando más la costumbre de
hacer referencia a los repertorios de
jurisprudencia donde aquél está pu-
blicado. Carecemos, sin embargo, de
una tradición como la francesa que
suele implicar la atribución de un
nombre, muchas veces el del litigan-
te, por lo menos a los fallos más
significativos, que se citan así no sólo
por su fecha, sino también por ese
nombre por el que se les conoce. La
introducción de tal práctica entre
nosotros, si bien no carece de difi-
cultades, podría tener la ventaja de
una mejor retentiva de los fallos, al
menos de los más importantes o de
los que han significado un aporte
destacado (14). Cuando se trata del
análisis sistemático de series enteras

(14) Se evitaría, de esta manera, que
comentarios o referencias a una misma
sentencia importante pasaran inadverti-
dos o al menos no se identifiquen como
correspondientes al mismo fallo. Por
ejemplo, la sentencia de la Sala 4.* del
Tribunal Supremo de 18 de enero de 1982
(Arz. 346) sobre responsabilidad patrimo-
nial de la Administración con motivo
del uso de las armas por la policía ha
sido objeto, al menos, de dos comenta-
rios y alguna referencia posterior. Un
lector poco avisado acaso no identifique
por la mera referencia de la fecha que
se trata del mismo fallo. Los comenta-
rios citados son, el primero de Germán
FERNANDEZ FARRERES: Responsabilidad de
¡a Administración derivada del uso de
las armas por los agentes públicos: la
fijación del nexo causal cuando en la
producción del daño concurre la acción
de la víctima, publicado en «REDA», nú-
mero 34 (1982), pp. 497 y ss., y el segun-
do de Fernando SEOUEIRA DE FUENTES:
Responsabilidad patrimonial de la Admi-
nistración Pública con ocasión del uso
de las armas por los agentes públicos
(Efecto no exoneratorio de la conducta
ilícita de la víctima por quiebra del prin-
cipio de proporcionalidad en la actuación
de los funcionarios de policía), en esta
REVISTA, núm. 99 (1982), pp. 263 y ss. La
referencia posterior a esta misma senten-
cia se halla en el reciente libro de Ma-
nuel BALLBÉ: Orden público y militarismo
en la España constitucional (J812-J983),
Alianza editorial, colección Alianza Uni-
versidad, Madrid, 1983, p. 480, y nota 35.
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de jurisprudencia, donde las referen-
cias se repiten, la utilización de este
método de citar es más necesario, y
así lo vienen haciendo desde hace al-
gún tiempo muchos autores (15).

7. No quiero terminar esta ya de-
masiada larga divagación sin referir-
me, por último, al destino universita-
rio del Curso que da origen a estas
reflexiones en voz alta. Destino uni-
versitario —aunque ciertamente no
exclusivo en cuanto que su utilidad
desborda con mucho las aulas de las
Facultades de Derecho— al que los
autores se refirieron ya en el Prólo-
go de la primera edición de 1974.

En mi todavía corta experiencia
docente no han faltado ocasiones en
las que, al comentar el alto valor
formativo del Curso, se me ha in-
tentado objetar la complejidad del
m i s m o , sus eventuales dificultades
para los estudiantes la profundidad
de análisis que exige en el lector. Ob-
jeciones todas ellas que cada día me
parecen menos válidas y ante las que
merece la pena reproducir aquí las
palabras que Alejandro NIETO expu-
siera por escrito, hará pronto diez
años, precisamente al comentar la
aparición de la primera edición del
tomo primero del Curso que ahora
acaba de reeditarse por cuarta vez:
«Frente a la masificación de la ense-
ñanza —decía el hoy catedrático ma-
drileño— y al deterioro docente, que
reduce la labor del profesor a una in-
formación expresada en auténticas
pastillas intelectuales de nivel míni-
mo asimilables por lectores semianal-
fabetos, a los que conscientemente se

(15) Por ejemplo, L. MARTÍN-RETO RTI-
LLO en su ya citado libro Las sanciones
de arden público en Derecho español;
Fernando LÓPEZ RAMÓN en su trabajo
La potestad gubernativa de derribo en
la legislación arrendaticia urbana, Ed.
Civitas, Madrid, 1981; yo mismo he uti-
lizado ese mismo criterio en el índice ju-
risprudencial que acompaña a mi traba-
jo La responsabilidad patrimonial de la
Administración Pública en la jurispru-
dencia, Ed. Civitas, Madrid, 1977.

desaconseja cualquier inquietud cien-
tífica, GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁN-
DEZ imponen una dignificación de la
enseñanza del estudiante» (16).

Estas palabras, escritas en 1975, no
han perdido en absoluto su vigencia.
Antes bien, están hoy si cabe mucho
más de actualidad. El progresivo de-
terioro de la enseñanza universitaria,
cuyas causas son múltiples aunque
algunas perfectamente previsibles y
encauzables en su momento, es un
hecho difícilmente objetable y respec-
to de cuya solución futura, si es que
la hay, mantengo mis dudas sobre la
idoneidad de las meras reformas le-
gislativas. Pero aun así no hay por
qué seguir aceptando la imagen de
«los catedráticos, convertidos en exa-
minadores; los libros didácticos, que
debieran ser auxiliares amigos, trans-
formados en los odiosos textos con
extractos; los programas cuya fun-
ción consiste en ser guías amplias de
información doctrinal, metódica y bi-
bliográfica para el estudiante, deriva-
dos en índices ramplones de mate-
rias; la enseñanza educadora, infor-
mante de la inteligencia del alumno,
creadora de su conciencia y saber
técnicos, corrompida en una superfi-
cial y artificiosa preparación para el
tal examen, tras el cual sólo queda
el fuego fatuo de aquel momento y
luego la perpetua oscuridad de la ig-
norancia»; imagen que es perfecta-
mente perceptible hoy día, por más
que las anteriores palabras estén es-
critas nada menos que hace ochenta
años y correspondan a uno de nues-
tros más conocidos regeneracionis-
tas (17). Autores hay que se han ocu-

(16) En esta REVISTA, núm. 76 (1975),
página 468.

(17) Se trata, en efecto, de un texto
de Ricardo MACIAS PICAVEA tomado de su
conocida obra El problema nacional (Ma-
drid, 1899), según la reedición publicada
por el Instituto de Estudios de Adminis-
tración Local en 1979, p. 112. Sobre esta
reedición, la obra de MACIAS.y sus im-
plicaciones actuales, con referencia tam-
bién al tema universitario, véase mi co-
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pado de rebelarse, con legitimación
para ello, frente a este estado de co-
sas (18); rebelión que supone, en el
universitario, una actitud de profun-

mentario aparecido en las páginas de
«Documentación Administrativa», núme-
ro 184 (1979), pp. 335-346.

(18) Por citar sólo a uno dentro del
mismo campo del Derecho Administrati-
vo, me gustaría destacar la constante
preocupación del profesor L. MARTÍN-RE-
IORTILLO sobre el tema universitario,
preocupación que viene de atrás pero
que quizá se ha acentuado más última-
mente. Sin ánimo exhaustivo, convendría
citar sus recientes trabajos relacionados
con la problemática de la Universidad
española: Prólogo al libro de Germán
FERNÁNDEZ FARRERES: La subvención: con-
cepto y régimen jurídico, IEF, Madrid,
1983, pp. 9-16, también incluido en su
libro Granos de arena, Zaragoza, 1983,
páginas 65 y ss.; en este mismo libro se
incluyen otros trabajos bajo el genérico
título «A vueltas con la Universidad»
(páginas 49 y ss.); Recensión al libro de
E. GARCÍA DE EXTERRIA: La Constitución
como norma y el Tribunal Constitucio-
nal, cit., en esta REVISTA, núm. 97 (1982),
páginas 464 y ss.; Acerca de la enseñanza
de la ciencia del Derecho Administrativo
en las Facultades universitarias, ponen-
cia para el Seminario de profesores de
la Facultad de Derecho de Zaragoza co-
rrespondiente al curso 1982-1983, redacta-
da pero todavía inédita; Recensión a los
Fragmentos de mis memorias, de Adolfo
POSADA (Universidad de Oviedo, 1983), en
esta misma REVISTA, y el comentario del
mismo libro aparecido en las páginas del
periódico-revista aragonés «Andalán», con
el título Universidad, ¿para qué?, ¿cómo?
Con anterioridad a estas recientes refle-
xiones o comentarios, sus poco conoci-
dos Discursos de apertura y de clausura,
incluidos en su libro El vía crucis de las
libertades públicas y otros ensayos res-
catados, Edicusa, Madrid, 1976, pp. 93 y
siguientes, y 108 y ss.; Autonomía y auto-
gobierno en la Universidad, en el volu-
men colectivo editado por la Universidad
de Salamanca en 1979, Reflexión univer-
sitaria y también en su libro Autonomía
y autogobierno de la Universidad y otros
temas. Secretariado de Publicaciones de
la Universidad de Zaragoza, 1980, pp. 19-
67; también pp. 351 y ss. de este mismo
libro. Relación no exhaustiva, como digo,
pero exponente de una preocupación
que engarza con viejos planteamientos
universitarios (véanse, por- ejemplo, las
citadas Memorias de POSADA), un poco
krausistas, quizá, y que tratan de com-

dización en el papel del profesor, en
la proyección social de su propio tra-
bajo, en las innovaciones pedagógicas
y en su propia tarea de elaborar la
ciencia que cultiva y contribuir con
sus aportaciones a su avance y pro-
greso. En esta tarea regeneradora
harán falta, sin duda, medios mate-
riales, instrumentos legales, medidas
de carácter normativo; pero el rigor,
la capacidad de sugerir y de estimu-
lar han de ser puestos por el profe-
sor con la ayuda de aquellos instru-
mentos bibliográficos que faciliten su
tarea. Por lo que hace al Derecho Ad-
ministrativo este libro es uno de los
más valiosos de esos instrumentos.
Es un ejemplo de una manera y un
talante de acercarse al fenómeno ju-
rídico en el mundo de la Administra-
ción con seriedad no exenta de ame-
nidad y claridad; un talante que el
propio GARCÍA DE ENTERRÍA ha sabido
insuflar a muchos de sus discípulos.
Este volumen primero del Curso de
Derecho Administrativo se convierte,
así, en una ayuda inestimable para
las aulas universitarias en las que no
deben escamotearse los problemas,
aunque sí deben abordarse sistemáti-
camente sus posibles vías de solu-
ción. Se trata de hacer y transmitir
una ciencia. De aprender y de formar
y de enseñar a aprender. En esa ta-
rea estamos, profesores y alumnos,
y juntos todos podremos así cumplir
o, al menos, intentar cumplir la «mi-
sión» de la Universidad, que es tam-
bién la que, por encima de demago-
gias fáciles y espejismos dudosos, la
sociedad nos demanda.

El destino universitario del Curso
no es así una palabra huera o un re-
clamo editorial, sino una manera tan-
gible y real de contribuir, no sólo
con palabras, a la calidad docente e
investigadora de la Universidad que
es también su auténtica razón de ser.

paginar el rigor y la profundidad cientí-
fica con el talante abierto a las realida-
des sociales.
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8. Por lo demás, en el momento
de la publicación de este libro*, la
ciencia del Derecho Administrativo
puede decirse que ha adquirido su
auténtica mayoría de edad. Acaba de
celebrarse un acontecimiento que no
por simple puede pasar desapercibido
Bien recientemente, en efecto, esta
REVISTA ha sacado a la luz su núme-
ro 100. En esos cien números se ha
hecho el Derecho Administrativo de
nuestros días a golpe de estudios mo-
nográficos. Desde 1950 hasta hoy la
generación de la RAP y sus discípu-
los, aquellos a quienes los maestros
iniciales supieron i n c u l c a r interés,
técnicas y conocimientos, ha cumpli-
do un importante papel. Se abre una
nueva etapa. En ella el libro que aho-
ra comentamos debe considerarse no
sólo como un jalón importante sino
como un punto de referencia impres-
cindible hacia el futuro. Con él, el
Derecho Administrativo se abre al ex-
terior.- La traducción italiana de la
tercera edición del Curso que aca-
ba de publicar Giuffré con el tí-
tulo Principi de Diritto Amministrati-
vo-(19), es un acontecimiento de pri-
mera- magnitud y algo inédito hasta
la fecha en el panorama jurídico es-
pañol tan acostumbrado precisamen-
te a la contrario, a la recepción de
cuanto en Europa se estaba hacien-
do. El Curso inicia con todo mere-
cimiento el camino contrario, un ca-
mino que es de esperar continúe, pe-
ro que, en todo caso, coloca a esta
obra en un lugar de honor entre las
mejores del Derecho Público europeo,
inspiradas en la defensa de los valo-
res que precisamente en Europa cris-
talizaron en la construcción técnica
del Estado de Derecho como contri-
bución a la convivencia colectiva. Un

(19) Colección de la Universitá degli
Studi di Bologna, Facoltá di Giurispru-
denza. S c u o l a di Perfezionamento in
Scienze Amministrative, Ed Giuffré, Mi-
lán, 1983, 363 pp. Presentación de Fabio
ROVERSI-MONACO y traducción de Lucia-
no VANDELU.

acontecimiento que tiene lugar, jus-
tamente, cuando el profesor GARCÍA
DE ENTERRÍA hace poco que conme-
moró sus veinticinco años de docen-
cia como catedrático (1982) y cuando
el p r o f e s o r FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ
cumple su primera década como tal
(1983); cuando esta REVISTA llega a
su número 100 y cuando muchos de
los problemas de entonces han en-
contrado satisfactorias vías de solu-
ción. Ello no debe llevarnos a la au-
tocomplacencia, no obstante. La im-
parable tendencia del Poder a extra-
limitarse, la imperiosa necesidad de
obligarle a cumplir los postulados
constitucionales exigen estar en guar-
dia a los juristas, hombres de un ofi-
cio tan modesto y artesanal como
necesario. En esa tarea de vigilancia
1 o s distintos operadores jurídicos
—jueces, funcionarios, abogados, pro-
fesores— disponemos del instrumen-
to de la palabra y del libro. Como ha
explicado el propio GARCÍA DE ENTE-
RRÍA en su contribución al volumen
La cultura del libro (20), el Derecho,
la palabra y el libro van indisoluble-
mente unidos. Este libro que ahora
comentamos también va unido al de-
venir del Derecho Administrativo de
nuestros días. Su obligada presencia
en los anaqueles de cualquier biblio-
teca jurídica lo convierten así en una
palanca importante de la lucha por el
Derecho. No me cabe ninguna duda
de que el Curso de Derecho Adminis-
trativo, cuyo tomo primero acaba de
aparecer en su cuarta y ampliada
comparecencia p ú b l i c a , constituye
una auténtica obra maestra. Una obra
m a e s t r a cuyas sucesivas ediciones
irán enriqueciendo el legado recibido
como esta cuarta edición enriquece,
al hilo de nuestra propia historia, a
las anteriores y se beneficia también
de otras muchas aportaciones parcia-
les de sus propios autores y, en gene-

(20) El trabajo se titula precisamente
El Derecho, la palabra y el libro, y se
incluye en las páginas 215 a 227 del ya
citado volumen.
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ral, de todos los que han aportado su
pequeño grano de arena en el amplio
campo del Derecho Administrativo
que va tejiendo y destejiendo, como
la tela de Penélope, la ordenación co-
lectiva de un pueblo en la búsqueda,
siempre inacabada, de la seguridad,
la libertad y la justicia.

LUIS MARTIN REBOLLO

GARCÍA FERNÁNDEZ, Javier: El origen
del municipio constitucional, Ed.
Instituto de Estudios de Adminis-
tración Local, Madrid, 1983, 346 pá-
ginas.

Estudiar el origen de una institu-
ción tan importante como es el mu-
municipio constitucional es una ta-
rea que reviste especial atractivo tan-
to para los especialistas de Derecho
Político como de Derecho Administra-
tivo. A este empeño investigador y
clarificador se ha dedicado el profe-
sor GARCÍA FERNÁNDEZ, que en el libro
que comentamos ofrece una visión
documentada, sistemática y ordenada
de la génesis y evolución del muni-
cipio contemporáneo con referencia
a tres países como son Francia, Pru-
sia y España.

Ya el profesor Lucas VERDÚ, en el
prólogo, certifica «el capital interés»
del tema abordado por su discípulo
y colaborador en torno a la autono-
mía municipal y que «apenas si ha
sido estudiado desde el enfoque del
D e r e c h o Constitucional». Mientras
que, por su parte, el autor en las pa-
labras introductorias apunta la difi-
cultad de su tarea apelando a razo-
nes diversas: primera, la autonomía
municipal «se esconde bajo un con-
cepto polisémico utilizado tanto en
el Derecho Público y Privado como
en otras esferas de las ciencias hu-
manas»; segunda, incluso dentro del
ámbito del Derecho Público estamos
ante «una institución casi inaprensi-
ble», ya que, por lo general, el legis-

lador constituyente ha evitado definir
lo que sea la autonomía municipal; y
tercera se ha intentado dar a ésta
«una acepción anacrónica o, al me-
nos, extratemporal», identificándola
con la organización nada menos del
municipio medieval, siendo así que
aquélla «respondía a supuestos jurí-
dicos y políticos totalmente diferen-
tes». Por encima de estas dificultades,
GARCÍA FERNÁNDEZ se entrega al logro
de determinar cuándo nace, en Euro-
pa, el denominado pouvoir municipal,
de qué forma y con qué contenido;
lo que le permite diseñar una trayec-
toria histórica cuyo punto de arran-
que sitúa en el Decreto francés de
14 de diciembre de 1789.

El esquema del libro es, de por sí,
ya bastante significativo. En la pri-
mera parte, bajo el rótulo «Génesis
y configuración del sistema munici-
pal francés (1789-1848)», se hace un
análisis del caso francés sobre la ba-
se de la construcción de varios mo-
delos «que forman una tipología del
municipio francés hasta la revolu-
ción de 1848». Dichos modelos son
tres: el municipio autónomo y demo-
crático propio del Estado burgués y
revolucionario; el municipio centrali-
zado que surge en el Estado bonapar-
tista, y el municipio que se apoya en
el liberalismo doctrinario y es pro-
ducto de una descentralización no
democrática.

Por razones obvias, el período más
aleccionador es el primero de los tres
acabados de citar. La fecha clave es
el 14 de diciembre de 1789, en la que
se publica el Decreto de la Asamblea
Constituyente «destinado a reorgani-
zar la estructura municipal francesa»,
ya que sienta los principios básicos
y determinantes de la nueva organi-
zación municipal como son Democra-
cia-Descentralización-Autonomía o, en
otras palabras aportadas por el au-
tor, Electividad-Ejecución l o c a l de
competencias centrales-P o d e r local.
Estas tres ideas son las que caracte-
rizan el primer modelo municipal en
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Francia y las que, con posterioridad,
van a ser moduladas en mayor o me-
nor medida hasta desembocar en los
otros modelos antes mencionados. En
efecto, con la llegada del Estado crea-
do por Napoleón Bonaparte primero
y con la Monarquía de julio de 1830
después, el proceso sufre profundas
alteraciones y la autonomía munici-
pal anterior o es negada o es desfi-
gurada.

El modelo prusiano, cuya figura
más significativa es Vom STEIN, es
objeto de un capítulo independiente
por cuanto que «estableció un siste-
ma municipal más autonómico y más
avanzado que el de la legislación fran-
cesa de la década de 1830»; y al ser
también «el único modelo municipal
europeo del siglo xix en el que apa-
recen los elementos básicos que, al
cabo de cierto tiempo, se dan con
fuerza en Francia». Sus dos caracte-
res más sobresalientes son la exigen-
cia de la autonomía municipal, y el
mantenimiento de la alianza de la
burguesía con la aristocracia terrate-
niente. Ambas notas tipifican tam-
bién al modelo doctrinario francés
que, como el prusiano, apuesta por
una línea conservadora y antidemo-
crática; aunque ha tenido la gran vir-
tualidad de defender una concepción
municipal que considera a los entes
locales como instancias políticas y no
como meros apéndices administrati-
vos del Estado.

La segunda parte está dedicada a
«Los orígenes del municipio constitu-
cional en España». Hay una referen-
cia previa a la obra llevada a cabo
por Carlos III, cuyos antecedentes
doctrinales y administrativos «se ins-
criben en un proceso institucional
que culmina en las Cortes de Cádiz
y algunos de cuyos elementos apare-
cen ya diseñados a partir de 1766».
Luego se configura la tendencia cen-
tralizadora con el Estatuto de Bayo-
na que «ignora al poder municipal»
y con la actuación de José I. Y las
respuestas a la «consulta al país»,

hecha en 1809 por la Junta Central,
revelan que falta, a nivel guberna-
mental y popular, una concepción
clara y progresista de lo que es y
significa la autonomía municipal y,
también, de las técnicas precisas pa-
ra articularla en el marco superior
del Estado.

El momento culminante en la evo-
lución española es el de las Cortes de
Cádiz de 1812. GARCÍA FERNÁNDEZ es-
tudia con detalle, a partir de la do-
cumentación disponible, la noción de
autonomía municipal que se despren-
de del texto gaditano profundizando
en las discusiones de la Comisión
Constitucional y en los debates ple-
narios; al tiempo que comenta el al-
cance de la Instrucción para el go-
bierno económico-político de las pro-
vincias, aprobada por D e c r e t o de
Cortes CCLXIX, de 23 de junio de
1813. Para el autor, en una valoración
crítica de la misión desempeñada por
los hombres de la Constitución del
12, en Cádiz «se diseña un modelo
de organización local centralizado,
vinculado al poder ejecutivo, y uni-
formista», en el que, junto a elemen-
tos del Antiguo Régimen se identifi-
can otros de origen francés que es-
tán más cerca del sistema napoleóni-
co que de los momentos iniciales de
la Revolución de 1879.

Como tramo final de la evolución
española, el libro explica los hitos
principales en el período comprendi-
do entre 1820 y 1868 y que están in-
fluenciados con claridad por las ten-
siones políticas y partidarias de esta
fase de nuestra historia. Para GARCÍA
FERNANDEZ se trata del «lapso más
importante del Ayuntamiento consti-
tucional en España, porque en su
transcurso se desarrolló la primera
praxis municipal constitucional».

Al final de la obra se formulan va-
rias conclusiones que vienen a reca-
pitular las principales innovaciones
doctrinales vertidas en ella y que «ne-
cesitarán corroboración más firme a
medida que avancen las disciplinas
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no jurídicas —incluso no jurídico—
constitucionales». De estas conclusio-
nes, dos parecen emerger con una
fuerza singular: la de que no se pue-
de estudiar el régimen municipal sin
tener presente el régimen constitu-
cional; y la de que no basta conocer
los intereses políticos y sociales que
se expresan a través del poder del
Estado, sino que además hay que
aproximarse a los intereses que se
aglutinan en torno a los poderes te-
rritoriales inferiores.

VICENTE M.* GONZALEZ-HABA
GUISADO

OLLERO TASSARA, Andrés: Interpreta-
tación del derecho y positivismo le-
galista, Edersa, Madrid, 1982.

•El libro de OLLERO TASSARA que re-
censionamos está compuesto de una
serie de artículos, trabajos y contri-
buciones del autor, escritos en los
últimos años y con diferentes desti-
nos y motivos, pero que, sin embar-
go, obedecen a una misma línea di-
rectriz: la crítica a ese «ancho cam-
po del pensamiento jurídico que ca-
bría etiquetar como positivismo lega-
lista», y la puesta de relieve de la
función creadora de la interpretación
del derecho. Como explica el propio
autor en el Prólogo, el positivismo
legalista se resume a menudo en una
frase: «la ley es la ley», en la que
se compendian dos postulados: uno,
que sólo puede considerarse como
derecho el derecho «positivo», y dos,
que el derecho «positivo» se encierra
fundamentalmente (o quizá sólo) en
textos legales.

Los materiales reunidos en este li-
bro se agrupan en torno a cinco po-
los, que constituyen otras tantas vías
de aproximación al tema.

La primera serie de artículos, «In-
terpretación de la ley y filosofía del
derecho», supone, también en sentido
lógico, la introducción a lo que viene

después, no sólo en cuanto plantea-
miento de la problemática del tema,
sino además por la tarea que lleva a
cabo de depuración de conceptos:
las ideas de «racionalidad» y «cienti-
ficidad» son especial objeto de es-
tudio.

El segundo de los grupos aludidos
constituye un acercamiento histórico
a la crítica del legalismo. Las ar-
gumentaciones de Tomás DE AOUINO,
HOBBES, SAVIGNY y ROUSSEAU son ana-
lizadas por separado en cuanto apor-
tadoras de elementos que permiten
descubrir bases para la reconstruc-
ción de una Ciencia jurídica sobre ci-
mientos distintos a los que, conven-
cionalmente, se ha venido dando el
papel de dominantes.

Bajo el rótulo «Poder judicial y po-
sitivismo legalista», se reúnen cuatro
nuevas colaboraciones, en las que el
autor, partiendo de las diferentes
ideas hoy coexistentes en torno a la
judicatura y al juez individual, pro-
yecta los principios anteriormente
destilados al campo concreto de ac-
tuación de los Tribunales, detenién-
dose en especial en las innovaciones
que al respecto ha supuesto la Cons-
titución de 1978.

El cuarto de los grandes temas en
los que se reúnen los artículos con-
tenidos en este libro vuelve a ser el
iusnaturalismo. Tantas veces evoca-
do, se estudian sus modernas tenden-
cias (en lo esencial, de raíz germáni-
ca) en cuanto nuevas aportaciones a
la crítica del positivismo legalista.

Cierran el volumen dos nuevas con-
tribuciones que conectan la crisis de
aquellos postulados jurídicos con la
inadecuación de los programas y sis-
temas de estudio de nuestras Facul-
tades, aspecto, como es claro, no pre-
cisamente de segundo orden.

Se ha visto, pues, que tal sucesión
de trabajos son en buena medida re-
conducibles a la unidad, en razón a
las ideas básicas que enunciábamos
al inicio.

El libro de OLLERO TASSARA, ade-
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más, es, verdaderamente, de gran ca-
lidad conceptual y expositiva, lo que
hace recomendable su estudio para
todos aquellos que, de una u otra for-
ma, tienen que ver con el proceso de
aplicación del derecho, y que encon-
trarán ideas fecundas y criterios ri-
gurosos de utilidad en su labor dia-
ria.

Es, no obstante, sobre todo, para
los que se ocupan del Derecho Pú-
blico para quienes esta obra puede
ofrecer especiales atractivos, y ello al
menos por dos causas.

En primer lugar, expresando algo
repetido hasta la saciedad, en el De-
recho Público (y en particular en el
Derecho Administrativo) nunca ha
sido vivido con tal intensidad el ape-
go al texto legal que ha caracterizado
al Derecho Privado tras la codifica-
ción. Por supuesto esta idea tendría
que ser infinitamente más matizada
c o n desarrollos que sobrepasarían
con mucho los modestos términos de
esta recensión (porque, para empe-
zar, la delimitación de Derecho Públi-
co y Privado ofrece cada vez más zo-
nas grises), pero en todo caso mere-
ce ser retenido el hecho de que los
grandes sectores de actuación admi-
nistrativa en los cuales la base legal
es tan laxa, cuando no inexistente,
han obligado a todos, para cercar en
ellos, aunque sea en sus grandes ras-
gos, un esquema válido para un Esta-
do de Derecho, a desarrollar como
criterios efectivos de validez jurídica
los principios generales del derecho,
que, al menos en tales sectores, cons-
tituyen no ya algo accesorio o deri-
vado de la ley, sino el baremo sustan-
cial a la hora de juzgar la sumisión
de los poderes públicos al ordena-
miento jurídico. En tal sentido, el li-
bro de OLLERO TASSARA presta tanto
nuevos argumentos como apoyo re-
suelto a dichas consideraciones, ha-
bituales, por lo demás, como decimos,
en nuestra dogmática iuspublicista.

En segundo lugar, no se puede de-
jar de mencionar el impacto que en

toda esta cuestión ha producido la
aprobación de la Constitución. Cinco
años después de su entrada en vigor,
y sin perjuicio de los importantes
progresos que es dable observar en
los operadores jurídicos en el mane-
jo decidido de aquellos principios,
todavía existen numerosas institucio-
nes del derecho (que no es del caso
enumerar) en las que la rutina de
otrora sigue pesando más de la cuen-
ta en su diaria labor. Para ellas sería
especialmente de recomendar el libro
glosado.

Una última reflexión. El autor es
filósofo del derecho, lo que no es obs-
táculo al alcance «multidimensional»
de su obra. Siempre son de saludar
los eventos que hacen esperar en un
futuro más o menos próximo una
ruptura de la actual compartimenta-
ción de la vida y de las publicacio-
nes académicas en el panorama jurí-
dico español.

ANTONIO JIMÉNEZ-BLANCO
CARRILLO DE ALBORNOZ

POSADA Adolfo: Fragmentos de mis
memorias, Cátedra Aledo, Servicio
de Publicaciones, Universidad de
Oviedo, 1983, 363 pp.

1. Hace ahora cien años, obtenía
la Cátedra de Derecho Político y Ad-
ministrativo de la Universidad de
Oviedo don Adolfo POSADA. Tras muy
fructífera y dilatada estancia en su
Universidad asturiana —s i e n d o allí
uno de los esforzados pioneros que
derrocharon tesón y sacrificios, entu-
siasmo e ilusión, colaborando a que la
Universidad de Oviedo fuera el espe-
jo en que se miraran todas las espa-
ñolas—, pasaría después a Madrid
donde, tras un breve paréntesis en lo
académico, se haría cargo de la cá-
tedra de Derecho Municipal' Compa-
rado (del doctorado), siendo luego el
sucesor en la cátedra de Derecho Po-
lítico de don Vicente SANTAMARÍA DE
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PAREDES, a la jubilación de éste (para
entonces la primitiva cátedra de Po-
lítico y Administrativo ya se había
desdoblado, siendo GASCÓN Y MARÍN
titular de la de Administrativo. Y por
cierto que, años antes, hubo un mo-
mento en que pensó POSADA que po-
dría optar a la sucesión de la cátedra
de COLMEIRO, de haber salido a opo-
sición, pero salió a concurso y se ad-
judicó a don Vicente SANTAMARÍA DE
PAREDES). Tras una vida de intensa
dedicación académica y universitaria,
fallecería en 1944, a los ochenta y cua-
tros años. Pues bien, hay que señalar
con júbilo la publicación ahora de
sus memorias que la Universidad de
Oviedo ha tenido el gran acierto de
editar, dando así a la luz un valiosí-
simo texto que había permanecido
inédito, habiendo corrido la prepara-
ción del original a cargo de las nietas
del señor POSADA, doña Amalia y doña
Sofía Martín Gamero. El volumen se
ofrece precedido por un sugestivo
prólogo del profesor Emilio ALARCOS
LLORAC. Insisto en encomiar la buena
idea del Servicio de Publicaciones de
la Universidad de Oviedo, facilitando
el conocimiento de una obra de sumo
interés, en un gesto que, por desgra-
cia, no suele ser frecuente en el pa-
norama universitario español. ¡Ojalá
el libro alcance toda la difusión que
se merece! Bien es verdad que había
un venero muy rico, pero debo decir
que en medio de la frecuente y ge-
neralizadísima dureza y f r i a l d a d
—plantas de tan frondoso arraigo en
el desierto español— para con la obra
intelectual, aparte de los supuestos
excepcionales del boom o del lanza-
miento especial, del libro de texto,
por supuesto, sorprende la atención
que los editores españoles han dedi-
cado estos últimos años a obras de
don Adolfo POSADA, si bien hay que
puntualizar inmediatamente que se
trata de editores del sector público,
menos agobiados por la rentabilidad
a corto plazo de su producción de lo
que lo están los editores privados. En

1979, el Instituto de Estudios de Ad-
ministración Local, en su acreditada
colección «Administración y Ciudada-
no», publicó, bajo el título de £síw-
dios municipalistas y de la vida local,
un importante conjunto de trabajos
dispersos y de difícil localización ya,
introduciendo el volumen un amplio
y cuidado estudio de F. L. DÍEZ GON-
ZÁLEZ. El propio Instituto, en 1982,
aunque ahora, inexplicablemente, des-
ligado de sus colecciones habituales,
lo que es sin duda una lástima —aun-
que sólo sea a efectos de distribu-
ción—, reeditó el importante texto de
la Evolución legislativa del régimen
local en España. En 1981 sería la Uni-
versidad de Oviedo quien asumiera la
edición de otro libro, de gran valor
igualmente, rescantando un original
que había permanecido inédito, la
Breve historia del krausismo español.
En este caso puso prólogo, muy en
su lugar, don Luis GARCÍA DE VALDEA-
VELLANO, y quiero destacar que la edi-
ción se completa con valiosas foto-
grafías (algo que echo en falta, en
cambio, en los Fragmentos que aho-
ra me ocupan, pues ya se sabe lo que
lucen los testimonios gráficos en los
.libros de memorias).

2. Los Fragmentos... en cuanto li-
bro de memorias (1) son un ejemplar
rico y ameno, escrito con galanura y
chispa literaria, donde quedan plásti-
camente descritos los ambientes y si-
tuaciones evocados, desde el Oviedo
de la niñez y juventud del autor —o
los viajes a las aldeas, tan aisladas
entonces— a los años finales en Ma-
drid. Políticos, periodistas, editores o
simples hombres de la calle, desfilan
junto a profesores y universitarios.

(1) El libro, que se dividirá luego en
numerosos epígrafes y subepígrafes muy
bien ordenados —algunos de los cuales
fueron publicados en la prensa hace ya
muchos años—, se agrupa en torno a
tres partes, nítidamente separadas: pri-
mera parte (1860-1883), Años de aprendi-
zaje; segunda parte (1883-19041, En Ovie-
do: años de trabajo; t e r c e r a parte
(1904...), En Madrid: años de plenitud.
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Pero sin mengua de ese tono general
de memorias, en este caso las de un
hombre abierto y curioso, con tan di-
latada experiencia como la de don
Adolfo POSADA, van a ser muchos los
aspectos que interesen especialmente
a universitarios, a juristas y a espe-
cialistas del Derecho Público, más en
concreto. Por cierto que convendrá
recordar, pues a lo que parece no es-
casean los desmemoriados, lo poco
que hace que en la Universidad tenía
consideración conjunta el Derecho
Político y el Administrativo. Así como
que POSADA, avezadísimo en los sabe-
res que acabo de mencionar, fue des-
tacado animador de los estudios so-
ciológicos en España. 0 que practicó
a conciencia, y supo también escribir,
páginas memorables sobre aspectos
pedagógicos. Y son sólo muestras de
su rica personalidad.

Muchos datos va a ofrecer, así, lo
destacaré ante todo, sobre los diver-
sos intentos de reforma del régimen
local —él que describe tan bien en
una de sus visitas a las aldeas cómo
funcionaba en la práctica el régimen
de concejo abierto (así, p. 135)—, con
especial atención a los empeños de
Maura y La Cierva, sin que se librara
el propio POSADA de tener que prepa-
rar él mismo un proyecto de bases
para una Ley de Régimen Local:
«¡Qué veranito el de 1912...!», dirá,
comentando los a p r e m i o s de tan
compleja incumbencia. Y aunque PO-
SADA cumplió su cometido, el trágico
asesinato del Presidente del Consejo,
don Francisco de PAULA CANALEJAS,
daría al traste, una vez más, con los
afanes de reforma.

Muy interesante resulta cómo des-
cribe la experiencia, de un par de
años antes, del empeño de LA CIERVA,
con quien colaboró intensamente, pa-
ra tratar de reflejar, en la regulación
del régimen local, la realidad viva de
los municipios españoles, incorporan-
do, así, las incitaciones y las ense-
ñanzas —lo recuerda expresamente
POSADA, p. 333— de Joaquín COSTA y

sus colaboradores, empeñados en re-
flejar el Derecho municipal consue-
tudinario auténticamente practicado
en España. He aquí un amplio párra-
fo de POSADA, bien ilustrador del
modo de proceder (se está refiriendo
a 1909): «Ahora bien, al efecto de
reunir los materiales de estudio nece-
sarios con la máxima rapidez, La
Cierva se dirigió telegráficamente a
los gobernadores disponiendo que con
urgencia reclamasen a todos los mu-
nicipios y pueblos copias de las res-
pectivas Ordenanzas enviándolas, sin
pérdida de días, al Ministerio. Fue
preciso reiterar el encargo ministerial
más de una vez, aun hecho éste por
un ministro de las pulgas de La Cier-
va. Si no se logró que todos los mu-
nicipios y pueblos obedecieran el
mandato del ministro, sí se consiguió
reunir en Gobernación un gigantesco
montón de Ordenanzas: algunas —po-
cas— de ciudades estaban impresas,
el resto, manuscritas; hubo alcaldes
que remitieron el ejemplar original,
único que el municipio poseía. Entre
las Ordenanzas recibidas figuraban
bastantes de pequeños pueblos autó-
nomos a su modo, de concejo abierto
—ignorado por la ley—, algunas de
comunidades de la tierra. Se dio el
caso curioso de que de una provincia
—no recuerdo si la de Alicante— en-
viaron al Ministerio cinco o seis
ejemplares de Ordenanzas Municipa-
les enteramente iguales, escritas a
máquina; se trataba de unos munici-
pios que no tenían Ordenanzas y
ante el temor de incurrir en falta im-
provisaron unas, un modelo, entre-
gando a cada Ayuntamiento del parti-
do judicial una copia. A mí, confieso
que me entusiasmó el espléndido y
quizá inesperado resultado obtenido
con la gestión de La Cierva.

3. Lo mismo que del régimen lo-
cal, de muchos otros aspectos jurídi-
cos dejará rendida cuenta, al haber
colaborado con frecuencia en la pre-
paración de anteproyectos, reunión
de materiales, estudios previos, docu-
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mentación, o aun en su trabajo acti-
vo durante unos años, a las órdenes
directas de don Gumersindo de Azcá-
RATE, en el Instituto de Reformas So-
ciales: el funcionamiento de éste en
sus primeros años, la preparación,
antes, del Instituto del Trabajo, la re-
forma de la ley de accidentes del tra-
bajo, proyecto de bases para una ley
de sindicatos agrícolas, reglamento
de casas de préstamos de ahorros y
de empeños, campaña contra las co-
rridas de toros y supresión de capeas
y vaquillas, etc.

Hay un aspecto sobre el que espe-
cialmente querría insistir, escribien-
do en esta España alegre y confiada
del verano de 1983. Me refiero a la
preocupación del POSADA profesor por
los aspectos pedagógicos, sobre los
que escribiría páginas certeras —ya
lo indiqué— pero que no eran sino
reflejo de un empeño constantemente
asumido a lo largo de tantos años
de dedicación a la enseñanza. Si el
grupo de Oviedo importa y reinven-
ta la «extensión universitaria» y las
clases para obreros, lo vemos siem-
pre preocupado por el diálogo con
los alumnos, por interesarles, por ha-
cer que tomaran afición al estudio y,
a partir de ahí, desarrollaran una ta-
rea personal. Prácticas y seminarios,
trabajos y, por supuesto, siempre
diálogo y contacto, van a ser el ABC
de su metodología. Modalidades que
siempre suponen un plus de trabajo
respecto a los anteriores métodos
más o menos rutinarios. Claro que
también se partía del presupuesto de
un número de alumnos razonable
como regla. Recordando los años fér-
tiles de Oviedo y el común afán que
inspiraba el granado grupo de los
que hicieron envidiable la Universidad
de Oviedo, escribirá: «...teníamosuna
misma idea de la amplia y compleja
misión científica, educativa y social
de la Universidad, órgano del Esta-
do y no oficina de exámenes y de
expedición de títulos profesionales.
Nuestro común criterio universitario

se manifestaba en el modo de hacer
la clase y de cultivar en ella, o con
ocasión de ella, el trato íntimo con
los alumnos, hecho posible por el
corto número de asistentes a las cá-
tedras. Esto permitía que el profesor
conociese no sólo por el nombre y
el apellido, sino personalmente a los
asistentes, sobre todo a los asiduos
y laboriosos, y que tal conocimiento
incitase del modo más natural al
trato amistoso fuera de la clase...»
(página 225). Describiendo el discur-
so de apertura de curso de «Clarín»
en el año 1891 —y no quiero dejar de
decir que son muy hermosas las pá-
ginas, abundantes, que dedica POSADA
a recordar su profunda amistad con
Leopoldo ALAS—, se expresaría así:
«mostrando por tal manera en qué
consistía la "pedagogía" —no encuen-
tro palabra menos pedante—, que
"los de Oviedo" queríamos practicar
y que algunos aprendieron viviendo
las fecundas experiencias de la cáte-
dra de GINER en la Central, o escu-
chando sus consejos, consejos que
allí, en Oviedo, eran de posible apli-
cación, porque las cátedras de veinte
o de veintitantos alumnos, reunidos
en aquellas aulas reducidas no suge-
rían ni la idea de la tribuna, ni exi-
gían derroches de elocuencia parlera
o... parlamentaria» (p. 181). Ya en
Madrid: «Mi cátedra de Derecho Mu-
nicipal, una cátedra del doctorado
que el alumno podía elegir entre
otras varias, tenía que ser —afortu-
nadamente— de pocos alumnos. Sen-
tíame en ella transportado a la de
Derecho Político de mi Universidad
de Oviedo. Como ocurriera en ésta,
asistían a la de Derecho Municipal de
14 a 20 alumnos, asiduos y, en gene-
ral, trabajadores, deseosos de apren-
der, interesados. En tales condiciones
organicé mi cátedra en forma de se-
minario estimulando el trabajo per-
sonal de los asistentes, huyendo del
discurso preparado, dialogando, pres-
cindiendo del programa de la asigna-
tura y reduciendo a una mera forma-
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lidad, impuesta por el reglamento, el
"obstáculo" del examen que, en efec-
to, resultaba innecesario para otor-
gar el pase al discípulo que había
trabajado conmigo...» (p. 339). ¿Tie-
ne algo que ver con todo esto lo que
hoy aún osan llamar universidad? El
susto de POSADA vendría luego, al pa-
sar a desempeñar la cátedra de De-
recho Político, también en la Central:
«Fue para mí gran novedad, con algo
de aventura, una clase a la que asis-
tían más de cien alumnos, acostum-
brado como estaba a trabajar en mis
clases con grupos de menos de trein-
ta, sin uso de sillón doctoral ni de
tribuna académica más o menos ele-
vada. Me produjo un raro efecto el
aire de mitin que necesariamente se
respiraba en el aula grande, con sus
gradas en escalera, totalmente llena
de jóvenes, si no inquietos, sí inquie-
tantes... Aquello, pensaba yo —y sigo
pensando—, no era enseñanza en el
recto sentido de la palabra: era sem-
brar a voleo —y caiga donde caye-
re—...» (p. 346). Y para tratar de bus-
car remedio va a «inventar» la figura
del ayudante, las prácticas semanales,
la división en grupos... A lo largo de
todas las memorias se rezuma una
preocupación por el lado pedagógico
de la enseñanza que es uno de los
motivos centrales que me impulsan a
mí personalmente a recomendar el li-
bro. A la par que me fuerzan a in-
terrogarme qué ha sucedido entre
nosotros cuando algo tan elemental,
que tantísimos esfuerzos costó conse-
guir, ha sido tirado por la borda en-
tre la más fría indeferencia. ¿Cómo
es posible que hoy se nos ofrezca
como paradigma de un modelo uni-
versitario gastar millones de pesetas
para que abunden las clases para
cuatrocientos o quinientos alumnos,
las aulas de examinar donde quepan
más de mil? Quosque tándem Catili-
nam...?

4. Abundan los aspectos encomia-
bles del modelo universitario por el
que tanto trabajaron POSADA y mu-

chos de sus colegas, que van saliendo
a lo largo de las páginas. Incidiré
ahora en uno ya para terminar, que
a mí me parece muy valioso, lamen-
tando no poder detenerme en el re-
lato que hace de sus viajes, en bús-
queda de métodos pedagógicos, de re-
lación universitaria o los muy impor-
tantes a la América Hispana, traban-
do lazos universitarios y culturales.
Cierto que los tiempos de consumo,
ostentación y despilfarro que vivimos
parecen haber dejado muy anticuado
el aspecto que quiero resaltar. Pero
a veces los vientos cambian con fre-
cuencia impredecible y, sobre todo,
que bueno es auspiciar las mutacio-
nes que parecen defendibles. No ocul-
ta POSADA SU admiración por su maes-
tro AZCÁRATE. Y dirá de él en una
ocasión: «No he conocido un hombre
tan sinceramente modesto —de una
modestia que le venía de adentro— y
tan desinteresado como AZCXRATE, que
no recibió otra remuneración del Es-
tado que la de su sueldo de catedrá-
tico o la pensión de jubilado. Desem-
peñó durante catorce años la presi-
dencia del Instituto de Reformas So-
ciales, sin cobrar sueldo, gratifica-
ción, gastos de representación, ni
dietas, ni nada. Y tenía sus tres o
cuatro horas de oficina o despacho»
(página 321). En esta misma línea va
a contar POSADA de sí mismo: «Un
diputado —de cuyo nombre no quiero
acordarme y que antes de ser dipu-
tado pretendiera ser auxiliar en el
Instituto de Reformas Sociales—, en
una insidiosa pregunta o interpela-
ción dirigida especialmente al minis-
tro de la Gobernación (que lo era
Barroso), la tomó con los Jefes de
Sección del Instituto, quienes, según
él decía refiriéndose a mí especial-
mente, además de cobrar pingües
gratificaciones nos lucrábamos con
comisiones bien retribuidas en dife-
rentes Ministerios. ¡Un escándalo! El
ministro Barroso declaró que, en
efecto, había requerido mis servicios
más de una vez, pero que yo los ha-
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bía prestado siempre, siempre, gratis.
La Cierva pidió la palabra para ma-
nifestar que también él me había uti-
lizado, no pocas veces, pero sin que
jamás recibiera yo retribución algu-
na. El interpelante quedó chafado.
Y yo aprovecho el recuerdo para de-
cir que nunca recibí ni un céntimo
por mis asesoramientos ministeria-
les a Canalejas, La Cierva, Moret,
Romanones, Sánchez de Toca, Vega
de Armijo, Barroso... Rectifico: en
unas Navidades me envió Barroso un
enorme roscón de mazapán de Tole-
do y unas botellas de vino de Córdo-
ba» (p. 336).

LORENZO MARTIN-RETORTILLO
BAQUER

SCHWARTZ, Bernard: Administrative
Law, 2: edición, Little, Brown and
Company, Boston and Toronto,
1984, 736 pp.

SCHWARTZ, Bernard: Administrative
Law. A casebook, 2.' edición, Little,
Brown and Company, Boston and
Toronto, 1982, 832 pp.

A estas dos obras me he referido
en esta REVISTA con cierta amplitud
con ocasión de sus respectivas prime-
ras ediciones. Al primero de los dos li-
bros, que es el que formula una teoría
general del Derecho Administrativo y
un análisis de sus instituciones cen-
trales, dediqué un artículo de cierta
extensión en el número 85 (abril de
1978), con el título «Algunas reflexio-
nes sobre el Derecho Administrativo
norteamericano (a propósito de una
nueva exposición sistemática del mis-
mo», trabajo que se incluyó igual-
mente en el Libro-homenaje al pro-
fesor Juan Galván, Valencia, 1980, pá-
ginas 261 y ss. Al segundo libro, que
reúne «casos y materiales» para un
estudio práctico del Derecho Admi-
nistrativo (es, pues, una obra comple-

mentaria de la anterior), dediqué una
reseña en el número 92 (agosto 1980).

La segunda edición de la obra ge-
neral y teórica presenta, obviamente,
una mayor significación. Esta edición
no es una simple «puesta al día» de la
anterior, sino una síntesis nueva, en
función tanto de los nuevos datos que
la legislación y la jurisprudencia (so-
bre todo ésta) han ido aportando des-
de 1976, como de los nuevos proble-
mas y reflexiones que el juego real
de las cosas ha ido planteando. En el
Prólogo a esta nueva edición el autor
comienza recordando el dictum de un
juez, que observaba que «parece que
hay una especie de generación espon-
tánea de los problemas constitucio-
nales; cuantas más cuestiones son
resueltas, más surgen de nuevo que
reclaman resolución». El aserto es
igualmente cierto, dice, en el Derecho
Administrativo: cuantas más cuestio-
nes jurídico-administrativas se resuel-
ven, más surgen de nuevo. «El ín-
dice de aceleración del Derecho Ad-
ministrativo se ha extremado» en es-
tos últimos años, por encima de su
ya tradicional dinamismo. El Prólogo
mismo se cierra enfatizando de nue-
vo ese dato del «carácter vertiginoso
del cambio» que sufre el Derecho Ad-
ministrativo, en un «período sin pre-
cedentes», de modo que parece evi-
dente su «naturaleza heraclitea»: la
materia es una, pero en continuo es-
tado de mudanza. De este modo, con-
cluye, «para el que trabaja en el De-
recho Administrativo puede verdade-
ramente decirse: el mundo es una
escena cambiante; ser constante en
él sería ser inconstante».

No parece oportuno hacer aquí un
catálogo de las alteraciones más sig-
nificativas sobre la primera edición,
que obligaría a análisis sustantivos
del Derecho Administrativo america-
no, que no parecen ser de este lugar.
Baste ahora decir que, por de pron-
to, el texto escrito es netamente ma-
yor y todos los capítulos, sin excep-
ción, ven sus apartados y epígrafes
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aumentados. En general, la evolución
que el nuevo texto refleja va en el
sentido de una profundización de los
valores jurídicos materiales, sin duda
por el protagonismo que en dicha
evolución t i e n e la jurisprudencia
constitucional. También pesa en ello
la expansión creciente del Derecho
Administrativo («más y más el Dere-
cho pasa a ser Derecho Administrati-
vo», p. 1) y, por tanto, su peso en el
trabajo judicial, para el cual, hasta
hace no mucho, se trataba de cues-
tiones marginales. Véanse, en tal sen-
tido, los capítulos 8, 9 y 10, sobre el
derecho a la revisión judicial de las
actuaciones administrativas, derecho
que ha ido afirmándose y creciendo,
aunque hasta la fecha el Tribunal Su-
premo no haya llegado aún a declarar
la inconstitucionalidad, por hipotéti-
camente contraría a la cláusula due
process (como cree el autor), de los
preceptos que excluyen de plano el
control judicial respecto de materias
concretas.

La edición es realmente magnífica,
los epígrafes laterales, que también
por vez primera se incluyen, facilita
su consulta, así como un completo
sistema de índices.

La segunda de las obras, el libro
de casos, sigue teniendo la excelente
calidad con la que ya se concibió,
ahora beneficiada por veinticinco nue-
vos casos recientes respecto de la an-
terior edición. El material se ordena _
siguiendo la misma sistemática que en
el texto teórico, la cual se descom-
pone ahora en epígrafes analíticos
especialmente expresivos del criterio
que intenta resaltarse. A la transcrip-
ción, amplia y detallada, de cada
caso, o de los textos literarios que se
seleccionan, precede un ligero comen-
tario que sitúa el problema y siguen
unas notas en que intentan obtenerse
conclusiones, o cuestiones, didácticas,
así como la referencia a otros casos,
o leyes, o textos. El conjunto está
concebido como un magnífico instru-
mento de estudio y formación.

Las dos obras reafirman el papel
destacado del profesor SCHWARTZ en
el panorama del Derecho Administra-
tivo norteamericano, su finura de ju-
rista y también la excepcional calidad
y expresividad de su lenguaje exposi-
tivo, en lo que es también un verda-
dero maestro, que destaca frente a
tanta vulgaridad o tanta opacidad del
lenguaje jurídico o didáctico. El lec-
tor tiene aquí la más autorizada ver-
sión del Derecho Administrativo nor-
teamericano, puesta rigurosamente al
día y ofrecida por uno de los prime-
ros iuspublicistas de todo el mundo
anglosajón.

EDUARDO GARCÍA DE ENTERRIA

THUILLIER, Guy: Les cabinets minis-
tenéis, Presses Universitaires de
France, Colección «Que sais-je?»,
París, 1982, 127 pp.

El fenómeno de los Gabinetes mi-
nisteriales ha empezado a adquirir
verdadera carta de naturaleza entre
nosotros con la publicación del Real
Decreto-ley 22/1982, de 7 de diciem-
bre, sobre medidas urgentes de re-
forma administrativa, convertido lue-
go en la Ley 10/1983, de 16 de agosto,
sobre Organización de la Administra-
ción Central del Estado. De ahí, pues,
el interés del pequeño pero denso li-
bro de THUILLIER en el que describe,
primero desde el punto de vista his-
tórico, y luego, arrancando de la rea-
lidad actual, la situación de los Ga-
binetes en Francia, que, según su
apreciación, «han pasado a ser el
centro principal de las decisiones en
los Ministerios, y en algunos el ori-
gen mismo de la acción administra-
tiva».

El autor, tal como lo manifiesta en
la Introducción, es consciente de la
dificultad que supone elaborar un li-
bro sobre estos órganos que siempre
han aparecido rodeados de un cierto
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misterio y que no se rigen por nor-
mas estrictas y bien conocidas. «Los
Gabinetes —escribe— son una insti-
tución consuetudinaria, cuyas interio-
ridades e s c a p a n al observador de
fuera, y, por la naturaleza de las co-
sas, los miembros de los Gabinetes
son discretos sobre su cargo y sobre
su función.» No es fácil, pues, aden-
trarse en ellos, porque «la experien-
cia enseña que ningún Gabinete se
parece a otro»; y porque la configu-
ración de cada uno de ellos está muy
condicionada a la persona que lo di-
rige, a los componentes que lo inte-
gran y al Ministro de que depende.

THUILLIER lleva a cabo su investi-
gación de forma a nuestro juicio ad-
mirable, extrayendo sus ideas de la
experiencia que ha vivido directamen-
te y apoyándose no tanto en sus co-
nocimientos jurídicos como en sus
enfoques sociológicos, políticos, his-
tóricos, culturales. Así, en los capítu-
los I y II expone cómo han ido evolu-
cionando los Gabinetes en Francia al
hilo de los acontecimientos políticos
y cómo funcionan en la actualidad.
En los capítulos III a VI explica el
papel que desempeñan los principales
personajes de un Gabinete, director,
consejero técnico, jefe, agregado par-
lamentario, agregado de prensa, jefe
de la secretaría particular, descri-
biendo, por un lado, las notas que
delimitan a cada uno, y tratando, por
otro, de identificar cuáles son las
funciones que les corresponden y los
rasgos de carácter y profesión que
han de poseer para el mejor desem-
peño de las m i s m a s . Los capítu-
los VII y VIII prestan especial aten-
ción a los Gabinetes del Primer mi-
nistro y del Presidente de la Repúbli-
ca, que ejercen una especie de tutela
y control sobre el resto de los Gabi-
netes. El capítulo IX valora las críti-
cas que se dirigen contra éstos, al
tiempo que justifica la eficacia del
sistema frente a las acusaciones lan-
zadas desde la calle y desde la pro-
pia Administración. Y el capítulo X

hace una prospección sobre el futuro
de los Gabinetes, pronosticando que
su protagonismo se acentuará en los
próximos años.

De esta manera, se completa la vi-
sión del autor sobre los Gabinetes
ministeriales que ahora se empiezan
a poner en práctica en nuestra Ad-
ministración Pública, como una «no-
vedad» cuya trayectoria habrá que
seguir con especial atención para
contrastar, en su momento, los resul-
tados obtenidos. El ejemplo de Fran-
cia puede ser aleccionador al respec-
to, tanto por lo que se refiere a la
situación actual como, sobre todo,
por lo que nos aguarda en los años
venideros.

De la lectura del libro comentado
se deduce que son dos los aspectos
básicos a considerar en los Gabine-
tes. De una parte, hay que configurar
su composición, de manera que se in-
tegren armónicamente un conjunto
de personas que se identifiquen en
lo posible entre sí en cuanto a carac-
teres, modos de ser, actitudes, etc., a
fin de evitar pugnas internas que dis-
minuyen la eficacia y merman la mo-
ral de trabajo; al tiempo que debe
intentarse que los Gabinetes cuenten
con personas de formación diversa
(expertos en Derecho, economistas,
ingenieros, etc.) para conseguir que
los problemas se enfoquen y resuel-
van desde perspectivas interdiscipli-
nares. Y, de otra, a la hora de defi-
nir sus principales funciones se re-
quiere que los Gabinetes actúen como
órganos verdaderos de apoyo y asis-
tencia del Ministro, comportándose
como impulsores de la vida ministe-
rial pero sin invadir las competencias
de los servicios y direcciones gene-
rales.

Para la vida española, que ahora
empieza a ensayar la experiencia de
los Gabinetes, regulados ya en nor-
mas legales, como el Real Decreto
3773/1982, de 22 de diciembre, la ex-
periencia f r a n c e s a es de especial
atracción. Se trata de que los Gabi-

483



BIBLIOGRAFÍA

netos no sean meros órganos nomina-
les, vacíos de contenido, sólo aptos
para premiar lealtades partidarias o
para institucionalizar poderes parale-
los. Se trata de que no formen una
Administración paralela, oculta pero
con grandes poderes fácticos, que ac-
túa por encima de la organización
propiamente dicha y ejerce sobre ella
un férreo control, sea de signo ideo-
lógico o de naturaleza clientelar.

Cuando se discutió en las Cortes la
convalidación del R e a l Decreto-ley
22/1982, de 7 de diciembre, la mayo-
ría parlamentaria insistió en que los
Gabinetes estaban llamados a deslin-
dar los niveles político y administra-
tivo en el seno de la Administración,
con la intención de profesionalizar a
ésta. Tal objeto es válido, pero insu-
ficiente, ya que los Gabinetes deben te-
ner otras justificaciones hasta erigir-

se en núcleos de asesoramiento y
asistencia, en instancias de conexión
con otros Departamentos y en puntos
de apoyo de la política ministerial.

Como sostiene THUILLIER, «se pue-
de prever razonablemente que el pa-
pel de los Gabinetes irá en aumento».
Quiere decirse, pues, que lo impor-
tante es que no se desvirtúe su mi-
sión y que no se esfume su razón de
ser entre ambigüedades e inconcre-
ciones. A nuestro juicio, hay que ir
hacia su creciente potenciación, inte-
grando en ellos gentes preparadas,
funcionarios competentes, personali-
dades relevantes a fin de que formen
alrededor del Ministro de turno un
entourage que le proporcione infor-
mación, consejo y visión globalizada
de las cuestiones y problemas.

VICENTE M.» GONZALEZ-HABA
GUISADO
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